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- En Buenos Aires, a los veinte días del mes de agosto de 1997, a la hora    19 y 49    :
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IZAMIENTO DE LA BANDERA NACIONAL

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Con la presencia de 156 señores diputados, queda abierta la sesión.


Invito al señor diputado por el distrito electoral de la provincia deL Chubut, don Mario Das Neves, a izar la bandera nacional en el mástil del recinto.


- Puestos de pie los señores diputados y el público asistente a las galerías, el señor diputado don Mario Das Neves procede a izar la bandera nacional en el mástil del recinto. (Aplausos.)
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regimen de etica publica

AQUÍ ORDEN DEL DIA 1.855  Y 

SUPLEMENTOS (1 AL 6)

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- La Presidencia hace saber que las comisiones intervinientes han reelaborado el dictamen contenido en el Orden del Día N° 1855, cuyo tecto –que se ha ordenado distribuir a los señores diputados- es el que se somete a consideración de la Honorable Cámara.

AQUÍ TEXTO 

DICTAMEN REELABORADO SOBRE REGIMEN DE 

ETICA PUBLICA

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- En consideración en general.


Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: venimos a debatir el proyecto de ley sobre el régimen de ética pública.


No podría explicar en qué consiste esta iniciativa ni cómo ha sido elaborado su articulado si previamente no efectuara tres reflexiones que sin duda van a servir para explicar lo que ha ocurrido en estos últimos días.


En primer lugar debo manifestar que este proyecto de ley que hemos consensuado fue sometido al estudio de las comisiones de Asuntos Constitucionales, de Legislación General, de Legislación Penal y de Presupuesto y Hacienda por un especial pedido del bloque Justicialista. Para la elaboración de este dictamen  ‑que nos llevó muchas horas de conversaciones‑  he contado con el aval y el respaldo total del bloque Justicialista.


La segunda reflexión es una mención expresa de reconocimiento a un grupo de diputados de diferentes partidos políticos que aceptaron el desafío de consensuar todos los proyectos  ‑más de treinta‑  que se fueron presentando en estos tres últimos años en la Cámara de Diputados. Ellos se comprometieron  ‑en un plazo perentorio de cuarenta y cinco días‑  a traer un proyecto de leyes acordado y discutido  al plenario de las comisiones que se abocaron al estudio de este tema. Vaya a ellos mi reconocimiento, así como a todos los integrantes de las comisiones que se ocuparon de este asunto.


La última reflexión tiene tanta importancia como las dos anteriores. En estos últimos días algunos diputados de mi bloque 
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 han sido mencionados en reiteradas oportunidades como opositores al texto consensuado por esta comisión. Creo que esto ha sido una gran equivocación por parte de algunos medios. Todos los diputados del bloque Justicialista han actuado con unanimidad de criterio y jamás, a lo largo de las explicacionese que se dieron y que fueron muchas, se opusieron de manera alguna al texto elaborado por la comisión. 


Quería iniciar el tratamiento de esta norma con estas tres reflexiones previas, porque considero que el asunto que vamos a debatir y explicar a continuación es demasiado serio y está siendo reclamado insistentemente por la sociedad argentina. De manera que aquellos hombres y mujeres que lo elaboraron merecen el respeto no sólo de sus pares sino también de la sociedad que los ha estado observando a lo largo de estas últimas semanas.


Todos sabemos que la Constitución reformada en 1994 nos mandó reglamentar la ley de ética pública ‑así se establece expresamente en el último párrafo de su artículo 36-, y que también da rango constitucional a la Defensoría del Pueblo, al Consejo de la Magistratura y a la Auditoría General de la Nación. Estas disposiciones tuvieron la firme intención de activar sistemas de control que garanticen la transparencia de los actos de gobierno y de los funcionarios intervinientes, ya sean surgidos por elección popular o por nombramiento de autoridad competente. Este ha sido el sentido de la obligación de que el Congreso Nacional reglamente la ley de ética pública. ¿Por qué nuestros convencionales constituyentes mandaron a este Congreso sancionar dicha ley?  A nadie escapa el hecho de que  el tema de la corrupción y de los delitos en fraude a la administración pública ha avanzado hasta niveles insospechados en el mundo.


Hace pocos días un obispo norteamericano decía que la corrupción es un hábito, que a medida que disminuyen los ideales de las personas aumentan los delitos contra la administración pública y también la cantidad de funcionarios deshonestos. Ya en 1994 nuestros convencionales constituyentes sabían que otros países de América latina y del mundo habían establecido con anterioridad distintas normas que reglamentaban la ética pública. Ellos tuvieron en cuenta esas iniciativas. En este sentido, Chile dictó en 1994 una ley que se refiere a la probidad administrativa  como conducta funcional honesta, conducta moralmente intachable, entrega honesta y leal al desempeño del cargo o función, priorizando el interés público sobre lo particular. También lo hizo Bolivia en su Reglamento de Responsabilidad para la Función Pública; Estados Unidos, en 1978, cuando creó la Comisión de Etica, cuyo objetivo era establecer las normas de conducta que deben observar los miembros del gobierno; Puerto Rico, en 1995, y  España en ese mismo año, cuando creó una Fiscalía Especial para la Represión de los Delitos de Naturaleza Económica y de Corrupción.


¿A dónde se apunta con una norma como la que vamos a debatir y que informarán a continuación los miembros de la comisión que elaboraron el proyecto consensuado? La mayor transparencia de las instituciones que reclama la sociedad argentina nos obliga a dictar nuevas disposiciones que avancen en esa dirección, con el objeto de brindar claridad donde existe oscuridad. Resulta indispensable sancionar disposiciones que tiendan a salvaguardar la integridad del Estado y que además lo fortalezcan. Nuestro sistema republicano y representativo se afirma sobre todo en la posibilidad de que los
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 ciudadanos conozcan los actos de gobierno; y en la medida en que se ejerce ese derecho estoy convencido de que se consolidan y se afianzan las instituciones. Pero, a su vez, y más allá de nuestras creaciones legislativas, todo funcionario, legislador, juez, ministro o empleado de alguno de los tres poderes del Estado debe contribuir a honrar esa confianza a través de su propia integridad y conducta.


Este proyecto de ley intenta avanzar en esa dirección estableciendo un sistema que tienda a poner a los funcionarios públicos correctos a resguardo de la difamación; al mismo tiempo, mediante un sistema estricto y riguroso, tiende a controlar a los funcionarios que cometen actos de corrupción o delitos en fraude a la administración pública.


Los miembros de la comisión nos preguntamos por qué no ha dado resultado el sistema que nos rige hasta este momento, en el que existen diversas disposiciones que obligan a presentar una declaración jurada de bienes en sobre cerrado y lacrado ante la Secretaría de esta Cámara, ante los ministerios o en la Escribanía General de Gobierno. Seguramente no ha dado resultado porque la gente no puede controlar y comprobar cada una de esas declaraciones juradas de bienes. 


Por eso, en todos esos países a los que hice referencia anteriormente se ha establecido un sistema  que tiende a que las declaraciones juradas de bienes sean públicas, porque el hombre público es público para todo y entonces nada mejor que la gente pueda controlar a los funcionarios de todos los poderes del Estado. 


- Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 1º de la Honorable Cámara, doctor Marcelo Eduardo López Arias.

Sr. SORIA (C.E.).- Estoy seguro de que esto no será la panacea; con este instrumento no vamos a terminar con el preocupante tema de la corrupción y de los delitos cometidos en fraude a la administración pública. Pero así como estoy convencido de esto, también lo estoy del hecho de que estamos dando un paso importante y trascendente en la Argentina de hoy, pues tendremos una ley de ética pública como la que nos mandaron  sancionar los convencionales constituyentes.


Durante los últimos días hemos visto -algunos con más disgusto que otros- que el debate público de este proyecto de ley no ha tenido una altura suficiente. Son muy pocos los que conocen el texto de los cincuenta y siete artículos que originalmente tenía este proyecto de ley de ética pública. Lamentablemente, algunos parcializaron la discusión y nos llevaron a un debate que no queríamos, porque jamás tuvimos la intención aviesa de perjudicar a los sectores de prensa. Sin embargo, el debate y la polémica se instaló por ese lado. 


Como somos honestos y nos dimos cuenta de que desde el punto de vista legislativo el artículo consensuado en la subcomisión no era adecuado a los fines perseguidos, no tuvimos ningún inconveniente en modificarlo sustancialmente. Durante el debate en particular cada uno de ustedes, que no han tenido la suerte de participar en esa comisión, se dará cuenta de la dirección a la que se apuntaba con aquel histórico, famoso y tan polémico artículo 12. Por eso, y porque es un proyecto consensuado, preferiría que continuaran con este informe los
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 presidentes de las demás comisiones que han participado de la elaboración del dictamen en tratamiento, los señores diputados Dumón y Aramburu. Esperamos que hoy no sólo votemos en general esta iniciativa sino que también concluyamos el debate en particular, pues la sociedad en su conjunto está esperanzada en la sanción del proyecto. (Aplausos.)

Sr. DOMINGUEZ.-XE "Dominguez (L.S.)" Pido la palabra para una aclaración.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Para una aclaración tiene la palabra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. DOMINGUEZ.-XE "Dominguez (L.S.)" Señor presidente: hemos iniciado la consideración de un dictamen que, de acuerdo con lo informado en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, ha sido sustancialmente modificado, lo que acaba de ser confirmado por el señor diputado que ha hecho uso de la palabra en nombre del bloque oficialista. En razón de que no disponemos del texto que contiene esas modificaciones, solicito que, –mientras prosigue el debate en general‑, sea distribuido entre los diferentes bloques lo antes posible 

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: aclaro que por Secretaría Parlamentaria se han distribuido más de ochenta copias y  que se está procediendo a entregar más. 

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. DUMON.-XE "Dumón" Señor presidente: finalmente hemos llegado al recinto con un dictamen sobre el régimen de ética pública. Los proyectos presentados por todos los bloques parlamentarios –girados a las diferentes comisiones‑ reconocen como antecedente, a decir verdad, el dictamen que la Comisión de Legislación Penal emitiera respecto de este tema en el año 1994. Luego, a raíz de la reforma constitucional, por el artículo 36 de la Constitución se ordena al Congreso la sanción una la ley de ética de la función pública. 


No estamos refiriéndonos a la ética en sentido filosófico o moral, sino que hacemos alusión a la conducta de jueces, legisladores y otros funcionarios de carrera que pudieran tener interés o participación en distintos actos administrativos del Estado. En su conjunto, esas conductas conforman el funcionamiento de toda la actividad pública del Estado nacional.


Desde ese punto de vista es imprescindible hacer una pequeña reflexión sobre el momento especial en el que esta Cámara de Diputados, en respuesta a la necesidad que está marcando la sociedad, trae a consideración esta iniciativa. 


Estamos en una época en la que los episodios de corrupción y las dudas acerca del comportamiento de destacados personajes cunden en la sociedad. Para la vida de un pueblo debe ser el peor de los tormentos dudar de quienes ocupan un lugar destacado en el gobierno, y mucho más en nuestro país, en el que sectores de nuestra comunidad atraviesan por situaciones muy difíciles.
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Por eso valoro la actitud de todos los bloques parlamentarios y en especial la del bloque mayoritario, porque me parece que esta es la respuesta que necesita la sociedad.


Aun a riesgo de excedernos en las exigencias del proyecto creo que también  estamos satisfaciendo una demanda de gran realidad y sobriedad en el sentido de no convertir esta norma en una ley electoralista sino en  coadyuvar a que ésta realmente sea una de las leyes básicas y de  total consenso sin las cuales no se pueda entender la normalidad de la vida social. 


Desde ese punto de vista, este gesto de la Cámara de Diputados llega en un momento muy especial. Todos los diputados que hemos manifestado claramente nuestra aspiración por sancionar el proyecto -que seguramente se va a concretar esta noche- deberemos hacer un gran esfuerzo, junto con la sociedad, para que esta norma se convierta rápidamente en ley y no sea tan sólo uno de esos trámites que quedan inconclusos o que ocupan temporariamente las portadas de los diarios y después se olvidan.


Sabemos bien que la corrupción, este verdadero desarreglo que estamos padeciendo, no se va a erradicar meramente con una ley; somos conscientes de ello. Pero, como señalaba el señor diputado Soria con mucho acierto, también somos conscientes de que la ley es un paso hacia adelante. 


Es cierto que esta norma es perfectible, que tal vez podríamos haber elegido algún otro sistema entre los que estuvimos evaluando dentro de la gran cantidad de proyectos que hemos considerado. En la legislación comparada no todo se ha organizado de la misma manera. En muchos países existen normas de transparencia y además, por ejemplo, una oficina pública, cosa que nosotros no quisimos regular por medio de esta ley.


El proyecto en consideración es perfectible, pero creo que todos debemos entender que se trata de un paso fundamental para que nuestro país recupere una imagen de transparencia hacia los argentinos y hacia el mundo.


Desde ese punto de vista esto es muy importante  para nosotros, los legisladores, porque es muy desgraciado y lamentable que de pronto el sector político se sienta despreciado por la sociedad, ya que sus integrantes son los que de alguna manera entraron en sospecha. Sin embargo, en todo el espectro de la actividad política hay mujeres y hombres de bien que llegan a esta actividad deseando lo mejor para su país en aras de ideales que han perseguido durante toda su vida.


Esta ley nos va a dar la oportunidad de declarar nuestros bienes, de decir lo que tenemos, cómo lo hemos adquirido y cómo vivimos; es decir, de poner en claro y oscuro nuestras vidas.


No hace mucho un concejal de la ciudad de Buenos Aires comenzó a ser perseguido por la Justicia. La sociedad se enteró de pronto de que ese señor era una verdadera vergüenza, pero seguramente sus vecinos habían advertido desde mucho antes cómo esa persona había mejorado  su modo  y calidad de vida. Lo que sucede es que también hay muchos funcionarios honestos que no tienen la posibilidad de
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mostrar ante la sociedad que su modo de vida no cambió, que siguen con las mismas costumbres, con los mismo hábitos, con los mismos gastos, soñando y bregando por las mismas cosas.


Esta ley también va a servir para que todos pasemos un examen. Por eso queremos destacar un concepto que mencionó el señor diputado Soria y  al que yo  aludí desde un principio: me refiero a la publicidad.


El patrimonio de las mujeres y hombres públicos  de la Argentina debe exhibirse en la plaza pública para que lo pueda revisar todo el mundo. Una primera publicación no debe  impidir que esos patrimonios se sigan publicando en forma sucesiva. Es la mejor forma de terminar con las dudas y las sospechas.


Por lo citado, en lugar de  organizar una oficina para administrar estas declaraciones juradas, desde donde cabría la posibilidad de  decirles a unos que sí y a otros que no, hemos preferido disponer que aquellas sean públicas y que estén permanentemente a disposición de quienes las soliciten. Quiere decir que la publicidad es una de las máximas cualidades del proyecto que estamos considerando.


También dentro del sistema hemos organizado un aspecto que ha sido motivo de preocupación de nuestra sociedad en los últimos tiempos: me refiero al conflicto de intereses, donde aparece aquel personaje que en su momento gestionó intereses particulares y al que luego se lo ve dentro de la estructura del Estado promoviendo decisiones que corresponden a éste.


Es necesario cortar de raíz esta posibilidad, a tal punto que hemos puesto en sospecha los actos de personas que, antes de desempeñarse en la administración pública, pertenecían a empresas y realizaban gestiones con el Estado precisamente en todos los sectores donde después comenzaron a ejercer sus funciones. En ese sentido hemos establecido un período de seis meses de vigencia de las incompatibilidades antes de asumir la función, y otro de hasta un año después de haber cesado en ella.


De esta manera queda preservado en forma absoluta el eventual conflicto de intereses, y dentro de él queda preservada la integridad del Estado, porque la sanción no sólo es de nulidad sino que hacemos solidariamente responsables a las empresas cómplices de estas maniobras en perjuicio del Estado.


Dentro de este tema hemos organizado incompatibilidades funcionales, es decir, las que se relacionan con los cargos. De la misma manera y vinculado con lo anterior, hemos entrelazado un sistema de declaración jurada que no sólo contiene los ingresos, porque puede haber muchos que disimulen sus ingresos para después aparecer en las revistas de actualidad demostrando tener un nivel de egresos que para nada condice con sus ingresos declarados. Como generalmente se trata de contribuyentes, hemos vinculado dicho sistema con el de las declaraciones impositivas.


Asimismo hemos incursionado en el tema de los regalos. Creemos que un funcionario que en su calidad de tal recibe regalos, obsequios, dádivas o cortesías diplomáticas no puede apropiárselos. Prohibimos aceptar los regalos a título personal; si los recibe con motivo de su función, los tendrá que pasar al Estado. Podrá usarlos quizás mientras sea funcionario, pero son de propiedad del Estado.


Finalmente me quiero referir en forma breve al tema de la Comisión Nacional de Etica Pública, en cuya organización hemos tratado de lograr un equilibrio entre
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su funcionamiento  como organismo autónomo y su integración, de tal modo que la sociedad tenga cabida por medio de seis conciudadanos, por cuyo intermedio sea la fiscal permanente de esta norma cuando entre en vigencia. 


Al respecto hemos acordado una metodología: los bloques expresaremos nuestra conformidad en general y en el debate en particular cada uno de los diputados manifestará sus disidencias. Es nuestro deseo que los medios recojan todas las particularidades de este debate con el objeto de que por su intermedio la sociedad pueda tomar noticia de él. La única condición que se exige es la cualidad, lo que significa sobriedad, ponderación en la legislación, seriedad y, en especial, distancia de los afanes electoralistas y de las campañas proselitistas. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. ARAMBURU.-XE "Aramburu" Señor presidente: me corresponde explicar el sentido y el alcance de las modificaciones al Código Penal. Quien haya visto los diversos dictámenes  -incluso el texto consensuado-  puede pensar que se trata de una reforma muy amplia; sin embargo no es así. 


Esta reforma, que deviene del consenso logrado en la Comisión de Legislación Penal en 1994, en realidad mejora el texto de los artículos que ya están en vigencia en el Código Penal. A continuación me referiré a los artículos que se modifican. 


Uno de los propósitos de esta norma es decomisar la ganancia que pudo obtener el funcionario corrupto o que haya delinquido contra el Estado. ¿Por qué se plantea el decomiso de la ganancia?  Porque en el texto actual de la ley se habla de los efectos provenientes del delito, y la jurisprudencia entendió de un modo restrictivo esta expresión. Con el objeto de que el funcionario que delinque contra el Estado no pueda gozar de la ganancia que ha obtenido se propicia el decomiso de aquélla. 


En el campo privado, por medio de la acción de daños y perjuicios, el particular puede demandar por el monto de la ganancia que el delincuente haya obtenido, más allá de los efectos del delito. En cambio, en el campo de los delitos contra la administración esto no resulta tan fácil, porque en muchos casos es difícil acreditar el perjuicio concreto del Estado. Por esa razón se opta por la figura del decomiso. 


Precisamente la figura del decomiso también se reordena en los artículos que son modificados teniendo en cuenta esta finalidad, sin alterar la prevalencia de la víctima en la indemnización por los daños y perjuicios. Los artículos del Código Penal que se modifican para cumplir este objetivo son los siguientes: 23, 29, 30 y 33.


El segundo tema que se trata de modificar en las normas del Código Penal es la suspensión de la prescripción mientras uno de los partícipes en un delito esté ejerciendo la función pública. Esto es así porque se considera que el ejercicio de la función pública puede actuar como un inhibidor de la persecución judicial en un determinado delito, y que en definitiva éste termine prescribiendo, favoreciéndose de ese modo la impunidad. 


Por lo expuesto, se ha establecido que se suspende la prescripción de la acción penal en los delitos cometidos en el ejercicio de la función pública mientas cualquiera de los partícipes mantenga el cargo público. 


La tercera cuestión que se trata de precisar es el concepto de funcionario público, lo cual se instrumenta por medio de la modificación del artículo 77, con la intención de brindarle mayor alcance y precisión. 
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El cuarto tema, que se vincula con la corrección de varios artículos del Código Penal, se refiere a la inhabilitación absoluta perpetua en todos los casos de delitos contra la administración pública, trátese de la administración fraudulenta  -inciso 7° del artículo 173-; la negociación incompatible con la función pública 

-artículo 265-; el enriquecimiento injustificado de funcionarios -artículo 268- y el cohecho y la venta de influencias, que en el proyecto están representados por los artículos 256 y 256 bis.


Por una razón de mejor técnica de redacción se ha separado el cohecho pasivo de la venta de influencias. El cohecho pasivo, que actualmente está regulado, se configura por recibir la dádiva para no realizar un determinado acto o para efectuarlo en infracción de la ley. La jurisprudencia también  ha entendido que se configura por el consentimiento que existe entre quien otorga la dádiva y quien la recibe, aunque finalmente no se la haya recibido.


Hemos entendido que este delito también debe quedar configurado por el hecho de solicitar la dádiva a una persona determinada, ya sea por sí o por una persona interpuesta. Además, se ha hecho una diferenciación al agravarse la pena en caso de que esa dádiva se solicite para obrar en contra del deber del funcionario.


Este tema se ha separado del de otro delito que hoy está previsto, pero cuya tipología se perfecciona, como es la venta de influencias. Lo incluimos en el artículo 256 bis. Se trata de solicitar dinero o dádivas para hacer valer influencia ante un funcionario o un juez a fin de que realice una actividad o acto incorrecto.


Finalmente, en el cohecho activo, que permanece como está, se agrega el artículo 256 bis, precisamente por tratarse de una norma nueva que contempla la diferenciación que acabo de explicar.


En el tema de las negociaciones incompatibles con la función pública ha sido menester aclarar algunos aspectos que estaban en tratamiento por parte de la jurisprudencia y daban lugar a controversias. 


En primer lugar, la acción de interesarse que realiza el funcionario no sólo puede ser en beneficio propio sino también en beneficio de un tercero. En segundo lugar, se precisa que cuando se habla de beneficio se está haciendo referencia a un beneficio patrimonial.


El otro tema que también hemos analizado con el ánimo de mejorarlo -lo que estimo se ha conseguido- es el tipo penal del enriquecimiento injustificado. Allí se establece una multa del cincuenta al ciento por ciento del enriquecimiento injustificado que pudiera existir. Ello se dispuso así porque resulta muy difícil demostrar que se trata de una ganancia proveniente de un ilícito. 


En realidad, este delito se configura por la imposibilidad de justificar un incremento patrimonial. En consecuencia, para poder decomisar ese incremento patrimonial no justificado se establece la multa, que va del cincuenta al ciento por ciento de aquél.


En el proyecto que estamos tratando hemos aclarado que el requerimiento es judicial, porque el actual tipo penal no aclara quién lo  hace, lo que ha dado lugar a que en muchos casos no se pueda avanzar en la investigación porque la Justicia se declara incompetente para realizar el requerimiento o porque considera incompetente a quien lo hizo. En consecuencia, aclaramos que ese requerimiento será judicial.


Precisamos que la responsabilidad por un incremento patrimonial no justificado se extiende hasta los dos años posteriores al cese de funciones, porque creemos que es un período adecuado como para saber si ese aumento se produce con posterioridad y como consecuencia del desempeño del cargo. Incluimos dentro del incremento patrimonial no sólo el aumento de bienes sino la posibilidad de cancelación de deudas.


Finalmente, incorporamos dos tipos nuevos, que son consecuencia de este proyecto y se refieren a las declaraciones juradas. Se trata de los artículos 268 ter y 268 quater. El primero se refiere a los casos en que se falseen los datos de la declaración jurada o no se actualicen. El segundo se relaciona con la falta  de presentación de la declaración jurada tanto al ingreso como al egreso de la función pública.


Quedamos abiertos a las sugerencias que se puedan hacer con respecto a estos delitos, pero sobre todo nos pareció importante señalar que, más allá de la extensión
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literaria de las reformas transcriptas en el proyecto, sobre todo estamos en un perfeccionamiento instrumental de delitos que en la mayoría de los casos están tipificados actualmente. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (López Arias).-  Tiene la palabra la señora diputada por Entre Ríos.

Sra. LIPONEZKY DE AMAVET.-XE "Liponezky de Amavet" Señor presidente: tal como se ha dicho esta tarde, no estamos tratando una ley más. Estamos reunidos en este recinto para responder  a un mandato constitucional que establece la reforma de 1994, por iniciativa de un convencional constituyente del partido Justicialista, el senador Antonio Cafiero, quien introdujo la llamada cláusula ética.


Los legisladores estamos, quizá como pocas veces, ante la difícil situación de tener que definir un concepto que, más que con lo legislativo, se vincula con el campo de lo moral.


A nadie escapa que cuando hablamos de ética nos referimos a un sistema de valores que impregna una conducta. Y cuando hablamos de ese sistema de valores aplicado a los códigos vigentes en una sociedad, estamos hablando de ética social.


Hoy en particular vamos a hablar –ya lo estamos haciendo‑ de una parte de esa ética social que se vincula con la conducta de quienes ejercen funciones en el Estado, entendiendo por tal toda la cadena de responsabilidad que conlleva esa carga pública.


Por ello, y porque entendemos que esta es una parte de la historia, de la que somos protagonistas, solicito a la Cámara su dispensa para hacer una expresa reivindicación de la democracia como sistema de representación, que traumáticamente y con enorme valor esta así llamada –a veces peyorativamente‑ clase política ha podido reconquistar hace catorce años.


Sólo en el marco de un sistema de representatividad política en el cual nadie renuncia a su potestad originaria y exclusiva sino que la delega transitoriamente, es preciso plebiscitar de tanto en tanto el éxito o el fracaso de una gestión pública y acusar los vicios en el ejercicio de dicha gestión.


Ningún otro sistema de representación política podría permitirnos tratar hoy este proyecto de ley.
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También quiero reivindicar enérgicamente a la política como un acto de servicio, sobre todo en estos tiempos, ya que a veces, desde distintas corporaciones instaladas en la sociedad, con ligereza somos injustamente atacados quienes hacemos un culto cotidiano de ella.


Quiero reivindicar mi pertenencia a un movimiento nacional que hizo de la ética un ejercicio en la función; un movimiento nacional que abrevó en aquella semilla del Yrigoyenismo intransigente que a través de don Hipólito Yrigoyen supo decir que es mejor que se pierdan cien presidencias pero que no se pierdan los principios; un movimiento nacional que cultivó y mantine vigente aquel apotegma del general Perón cuando decía: primero la patria, después el movimiento y, por último, los hombres...(Aplausos.)...; un movimiento nacional que tuvo a una mujer, la más importante de este siglo, quien precisamente en un mes de agosto, hace más de cuarente y cinco  años, supo renunciar para decir: renuncio a los honores pero no a la lucha, ofrendando con su vida el testimonio de esa lucha por los demás.


Creemos que ninguno de nosotros es una circunstancia al azar, sino que ocupamos una banca en este recinto por la militancia, por el trabajo, por tener que rendir cuentas todos los días frente a un conjunto de voluntades que hizo posible nuestra representación. Hoy asumimos con la misma audacia que en 1989 esa actitud, y nos hacemos cargo de las reformas estructurales que se han producido en el país. 


Sostenemos un concepto de la ética que no reivindicamos tan solo nosotros sino un economista de prestigio como López Murphy, que no pertenece a nuestro signo partidario, quien ha dicho que reivindicar la ética en la Argentina significa defender sobresalientemente la estabilidad, porque la inflación es una estafa organizada del Estado y es la forma más perversa de conspirar contra la organización social. (Aplausos.)

El gobierno nacional, se expone ante la sociedad a través de la bancada mayoritaria y de  un Poder Ejecutivo que ha sido dos veces plebiscitado por la voluntad popular, para decir por primera vez quizá en mucho tiempo que no estamos asumiendo el mecanismo de la negación de la realidad. Asumimos los aciertos y nos hacemos cargo de los errores y de las asignaturas pendientes.


Como fuimos capaces de sancionar la ley de convertibilidad, de terminar con focos de corrupción históricamente instalados en el país por medio de una serie de privatizaciones importantes, hoy nos exponemos ante la sociedad y asumimos que estamos en la vidriera pública porque ése es el costo de vivir en democracia, porque pretendemos ser una representación genuina de la voluntad popular.


 Ese es el costo de la lucha política: estar en la vidriera, rendir cuentas todos los días. Además es este gobierno el que ha garantizado la más absoluta libertad de prensa para que todos los medios tengan la más amplia discrecionalidad para opinar, desde el presidente de la Nación hasta cada uno de los funcionarios comprometidos en la línea de responsabilidad del Estado. 


Obramos con esta convicción, con la clara sensación de que esto es necesario, como bien lo ha manifestado el señor diputado Dumón, con quien tuve el gusto y el honor de compartir ideas -además de otros señores diputados de mi bancada- durante sesenta días con un verdadero sentido de pluralismo social.


Valoramos como lo  más importante -como dijeran los obispos en el documento redactado en Chile intitulado "Probidad o Corrupción"-, más allá de nuestras pequeñas
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diferencias y a la luz de los grandes designios de nuestra clase política el hecho de dar testimonio de nuestra vocación de ser examinados transparentemente por la conciencia colectiva que es, al fin y al cabo, la dueña permanente del poder. Nosotros somos nada más que una circunstancia en este devenir.


Con esa convicción consideramos este tema que ya ha sido tratado en la Convención Constituyente de 1994 por ilustres pensadores y políticos de nuestra historia. Este asunto también fue considerado por la Convención Interamericana contra la Corrupción, que sentó bases fundamentales. Además, en noviembre de 1996, esta Cámara votó un proyecto, que en el mismo mes fue convertido en ley, que tuvo como base el aludido documento publicado en Chile, que habla de la corrupción no solamente como un fenómeno reservado a la esfera pública, ya que también afecta al sector privado. En dicha norma se habla de la bilateralidad de la corrupción, en el sentido de que donde hay un funcionario corrupto también hay alguien que se presta y se hace cómplice de esa corrupción.


Si valientemente estamos tratando en esta Cámara un proyecto tan importante, los demás sectores de la sociedad que no tienen relación con el Estado, pero que están comprometidos por su influencia, deberán darse sus propias normas para obrar éticamente en la vida social.


Nosotros, como bien dijera el señor presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y los estimados colegas que me precedieron en el uso de la palabra, hemos trabajado en conjunto con los demás bloques. En consecuencia, y sin dar nombres  ‑porque no quiero olvidarme de ninguno‑,  quiero destacar el valioso aporte que recogimos de más de treinta proyectos que en estos años se presentaron en esta Cámara. Algunos se referían a aspectos parciales de la ética, y otros lo hacían en forma integrada, pero respecto de todos hicimos el esfuerzo de compatibilizarlos en este dictamen que, como dijera el señor diputado Dumón, es perfectible. Seguramente de este mismo plenario van a surgir aportes importantes para mejorar el diseño de la futura norma.


Felizmente, a raíz de la aparición de una nota periodística  ‑y quizás por una interpretación parcializada de la cuestión‑,  tuvimos la capacidad suficiente de modificar el artículo 12. Humildemente quiero recordar a mis pares que el proyecto contiene cincuenta y siete artículos que tienen un peso específico y un valor en sí mismos por su redacción.


Como resulta francamente imposible definir el concepto de ética pública, hemos tomado referencias de legislaciones de otras latitudes para expresar cuáles son los comportamientos que se entienden como éticos y cuáles como no éticos. Siempre hemos tratado de que prevalezca el interés público por sobre el interés individual.


Hemos establecido un sistema de incompatibilidades y una descripción de lo que constituye el conflicto de intereses, precisamente para evitar toda especulación desde la función que cada uno ocupe, la cual constituye una carga pública y no una prebenda en beneficio de intereses particulares.


Establecimos el régimen de las declaraciones juradas obligatorias y públicas, sujetas a la más amplia  difusión.  Esto está bien no sólo porque ejercemos una  representación respecto de la sociedad, sino porque tenemos una relación de subordinación patrimonial, lo cual no es poco. Estos son deberes que nos impone la democracia.
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También hemos establecido un sistema que ha sido de alguna manera descripto aquí como el de la Comisión Nacional de Etica Pública. Hago hincapié en este aspecto porque al definir esta figura, que es distinta a la de una oficina que nos sugiere una participación individual, la intención ha sido precisamente incorporar en este diseño de la comisión no sólo a la representación institucional de los poderes sino también a sectores ajenos al Estado, a sectores representativos de la sociedad que por su entidad entendemos que tienen capacidad y derecho para integrar un órgano de esta naturaleza.


Hemos habilitado todos los canales posibles de control social sobre la gestión pública; hemos vehiculizado la voluntad de los ciudadanos respecto del control del ejercicio de las funciones, por medio del diseño de esta comisión de carácter nacional. Asimismo, a pesar de algunas diferencias que se dieron en el seno de la subcomisión y luego en el plenario de las tres comisiones, hemos sostenido la necesidad de que este texto contemple la reforma al Código Penal a la que hiciera referencia el señor diputado Aramburu. Ello es así porque cuando definimos una conducta positiva, como es el caso del artículo 1°, para otorgar un valor compulsivo a la norma debemos establecer la sanción que corresponde a la violación de dicha conducta. 


Hemos establecido la más amplia publicidad de los actos de gobierno por medio de la garantía que constituye la citada comisión nacional, y al mismo tiempo pretendemos preservar la garantía constitucional de la igualdad ante la ley. Con este objeto hemos previsto un capítulo de prevención sumaria, que debe concretarse en los organismos a los que pertenecen los funcionarios que eventualmente sean denunciados por actos de corrupción.


Quiero aclarar que no me mueve ninguna cuestión de urgencia electoral, a la que considero subalterna frente al fin estratégico de esta norma. Por el contrario, es importante señalar que las autoridades de nuestro bloque   -junto con un grupo de diputados entre los que se encuentra el señor diputado Acevedo- han impulsado el tratamiento de este tema al incluirlo en la agenda de la Comisión de Asuntos Constitucionales en junio de este año.


Con el aprecio que me merece el señor diputado Dumón y la autoridad que me otorga aquella actitud, pido que este tema no sea utilizado como una herramienta de confrontación mutua, al tener en cuenta exclusivamente los vicios o errores que cada uno puede tener registrado en su haber. A la semblanza que el mencionado señor diputado hizo respecto de un concejal de la Capital, podríamos agregar una larga lista de personajes de notoria trayectoria pública, como ex gobernadores sometidos a proceso penal, o concejales de la ciudad de La Plata.


El trabajo llevado a cabo por la subcomisión ha sido muy intenso, como también el gran esfuerzo de los bloques para perfeccionar este texto. Hemos desarrollado una tarea que sin duda se profundizará en este recinto
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con la participación de todos aquellos colegas que no han tenido antes oportunidad de hacerlo.


Estamos en un tiempo en el que somos proclives a juzgar a los otros y a olvidarnos del origen cristiano de esta sociedad. Por primera vez vamos a mirar hacia adentro y a reflexionar en forma autocrítica para poder mostrar a nuestro pueblo, desde el ejemplo de la clase política que hay muchos sectores, corporaciones, grupos y personas con extraordinaria incidencia en la formación de hábitos de cultura populares, que tienen que empezar a darse también sus patrones éticos. (Aplausos prolongados.)

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. GARRE.-XE "Garré" Señor presidente: no es casualidad que estemos tratando en este recinto, con esta concurrencia y con este interés de la prensa y de la sociedad, el tema de la ética pública. Tampoco es casualidad que nos hayamos reunido en una subcomisión dirigentes de los distintos bloques dispuestos a poner la mayor voluntad política para consensuar un texto legislativo.


No es casualidad porque lo que estamos haciendo es recoger la enorme demanda de la sociedad para empezar a generar instrumentos aptos e idóneos que permitan combatir el flagelo de la corrupción. 


Estamos discutiendo este proyecto de ley de ética pública porque es un imperativo constitucional, porque es una necesidad social y porque es una demanda de la comunidad internacional. 


Los constituyentes de 1994 -como expresara la señora diputada Liponezky de Amavet- establecieron el concepto de ética pública en el artículo 36 de la Constitución Nacional -no por casualidad-, y plasmaron que "Esta Constitución mantendrá su imperio aún cuando se interrumpiere su observancia por actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático...". En la parte final del artículo se hace referencia al enriquecimiento ilícito, y se lo define como aquel que atente contra el sistema democrático. ¿Por qué efectúa esta definición? Porque el funcionario público  que incurre en enriquecimiento ilícito de alguna manera está traicionando la confianza pública que en él fue depositada, lo que constituye un verdadero hecho de corrupción.


¿Por qué dije que esta iniciativa es una necesidad social? Porque la encuesta Gallup del último trimestre de 1996 dice que el 96 por ciento de los argentinos cree que la corrupción es elevada: el 66 por ciento dice que es muy elevada, el 30 por ciento que es elevada. Es decir que en estos dos porcentajes está prácticamente el conjunto de la sociedad argentina. El 66 por ciento piensa que la ineficiencia de la Justicia es la principal responsable del aumento de la corrupción. El 46 por ciento de los encuestados piensa que el grupo más sospechado lo constituyen los funcionarios allegados al gobierno; le siguen los políticos en general, con el 32 por ciento, y la Justicia con el 30 por ciento.


Pero lo más grave, por lo que dicen las encuestas, es el pesimismo que denotan los encuestados, el 58 por ciento de los cuales sostiene que la honestidad no suele traer éxito. Ese porcentaje trepa al 65 por ciento
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en el caso de los jóvenes, pues asocian deshonestidad con éxito.  Ello, con el agravante de que el éxito como ostentación del consumo, como estilo de vida vinculado justamente con lujos y frivolidades, pareciera ser  un valor en la sociedad en la que vivimos.


No sólo analizamos las encuestas de población. De acuerdo con la consultora Mora y Araujo, un relevamiento realizado entre los presidentes de las ochenta firmas que más venden en la Argentina arroja que en el sector privado las pérdidas que ocasiona el fraude y la corrupción ascienden a 8.500 millones de pesos anuales. Un monto equivalente al 2 por ciento del producto bruto interno se traslada como mayores costos a los precios de los productos que pagan los consumidores. 


Lo más grave que se desprende de esa encuesta es que los presidentes de estas empresas parecieran tener un aire de resignación y hasta de complicidad, pues califican tal situación como “costo argentino”.


También podemos analizar las encuestas internacionales. Por ejemplo, la organización Transparency International, en un listado de los cincuenta y dos países más corruptos, ubica a la Argentina en el lugar número once.  Y respecto de una calificación ideal de 10 puntos para los países que no tienen corrupción  -lo cual es posible porque a Dinamarca la califica con 9,94 puntos‑, la Argentina obtiene un puntaje descendente: 5,24 puntos en 1995; 3,41, en 1996, y 2,81 en este año.


Para no seguir abrumando con estas encuestas, simplemente habré de señalar que hoy es  insoslayable para este Congreso hacer algo en relación con el problema de la corrupción, que socava las instituciones, destruye la democracia y genera pesimismo y escepticismo sobre el conjunto de los valores que debe regir una sociedad. 


Se trata de la opinión no sólo de la sociedad sino también de instituciones como la Iglesia, que en la reunión del CELAM señaló: “Es urgente reaccionar frente a la corrupción pública y privada que está destruyendo nuestros pueblos, oprimiendo aun más a los pobres y contribuyendo al enriquecimiento de unos pocos.


“En nuestros países, la cultura predominante está marcada por el progresivo individualismo, el consumismo, la hegemonía de la dinámica del mercado, el débil compromiso con lo público, una cierta mentalidad política que prescinde del horizonte ético de los valores...”


Luego, agrega: “La corrupción tiene un costo sobre la vida de nuestros pueblos porque arroja una fuerte sospecha sobre la eficiencia de la gestión pública, produce un mayor déficit fiscal y distorsiona el rol distributivo del Estado”. 


Por eso estamos tratando este proyecto de ley, cuya sanción responde a una demanda social insoslayable. 


La prestigiosa revista italiana “Panorama” publicó un artículo con el título Mazzettopoli della Plata, algo así como “coimópolis” del Plata, y el siguiente subtítulo: “Viaje a un país dominado por la corrupción”. 


El autor del artículo dice lo siguiente: “Quien llega en estos días a la Argentina, tiene la impresión de encontrarse en la república de la corrupción. Las primeras páginas de los diarios no hablan de otra cosa. Estalla un escándalo al día, cada uno más clamoroso que el anterior. La que emerge no es la Argentina de la vuelta a la democracia, después de la feroz dictadura militar, ni la Argentina que ha sabido derrotar la inflación, ni siquiera la Argentina de la convertibilidad monetaria ni de las privatizaciones. 


“La que emerge en el más europeo de los países sudamericanos es, en cambio, la plaga impresionante de la corrupción.”


Todos estamos sospechados, por supuesto con más intensidad cuanto más arriba estamos en la escala de la responsabilidad. Hay hechos de corrupción pero lo peor es que muchos de ellos no están esclarecidos. Se han formulado denuncias pero la Justicia se muestra impotente para resolver esos casos, y esto agudiza el escepticismo, el descreimiento y la falta de fe en las instituciones que supimos reconquistar y que estamos dispuestos a defender.


No se da un proceso de destrucción de estas características si funcionan plenamente las instituciones del Estado. Por supuesto que aquí se ha dado tal proceso
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porque el Parlamento a veces no ha sido lo suficientemente autónomo o fuerte en sus decisiones. También se dio porque la Justicia no es independiente y porque no podemos terminar de resolver este problema sancionando la ley del Consejo de la Magistratura para por lo menos corregir para el futuro esta deficiencia de la Justicia que hoy tenemos. 


Quizás también se dio –y aquí tenemos que hacer nuestra autocrítica‑ porque la oposición no ha sabido ser lo suficientemente coherente, como debe serlo en todo sistema democrático, para establecer mecanismos de control. 
Tal vez en esta etapa han actuado mucho los medios de comunicación, pero también se requiere una toma de conciencia por parte de la sociedad, que sepa que es a través de su participación, de la posibilidad de ejercer controles y de exigir la publicidad de los actos de gobierno y de las actividades de los funcionarios como vamos a poder fortalecer las instituciones de este sistema que estamos tratando de defender y del cual esta ley es solamente una primera etapa.


¿Por qué digo que esta es también una demanda de la comunidad internacional? Porque cuando el Congreso ratificó la Convención Interamericana contra la Corrupción ahí ya estaba demostrada la preocupación de la comunidad internacional por el problema de la corrupción, y no sólo de la que se da en el marco de una sociedad sino también de la que tiene conexiones internacionales, la que vincula el crimen organizado y la corrupción.


Hoy no podemos negar la existencia de corrupción en la compra de funcionarios y en relaciones muy profundas entre el poder político y los grupos económicos en distintos países del mundo. En América encontramos ejemplos muy elocuentes en ex presidentes de México, Venezuela y Brasil. Y hay otros que sin haber sido destituidos ni haber quedado fuera de sus cargos han sido objeto de graves acusaciones por sus vinculaciones con el narcotráfico, el lavado de dinero y el financiamiento de sus campañas políticas por el crimen organizado. En consecuencia, este no es un tema menor. Por eso la comunidad internacional también está interesada en este tema, porque por supuesto que el lavado de dinero siempre proviene de la corrupción, del narcotráfico, del contrabando de armas y demás. Este tipo de delitos es el que alimenta esas usinas económicas y es a través de ello que se compran conciencias y se ven infiltradas las instituciones del Estado.


El ex fiscal colombiano Valdivieso hizo declaraciones en nuestro país en el sentido de que en un momento Colombia llegó a tener un tercio de su Parlamento infiltrado por los carteles de la droga. Por lo tanto, no estamos hablando de cosas menores sino de hechos de suma gravedad.


El Congreso ratificó la Convención Interamericana contra la Corrupción. Ahora bien, para terminar el trámite correspondiente y así lograr que esta ley sea completamente operativa, porque ahora lo es sólo parcialmente, lamento decir que falta que se deposite el instrumento ratificado por el Congreso argentino en la Secretaría de la OEA. Recién entonces dicha convención tendrá plena vigencia.


En las últimas reuniones del Banco Mundial y del Fondo Monetario Internacional se ha hecho expresa mención del peligro de la corrupción. Por ejemplo, el señor Wolfensohn, presidente del Banco Mundial, decía: “La corrupción desvía recursos de los pobres hacia los ricos,

T.24Viggiano
aumenta el costo de hacer negocios, distorsiona el gasto público e inhibe la inversión extranjera. La gente, dijo el funcionario, es la que está demandando acción al respecto. Ellos saben que la corrupción corroe el apoyo a los programas de ayuda y socorro humanitario y todos sabemos que es una barrera inmensa al desarrollo sano y equitativo.”


Para Camdessus, director gerente del Fondo Monetario, estamos ante fuertes sospechas. No se trata de argumentos de la oposición sino de un consenso que existe en el mundo entero en el sentido de poner frenos a la corrupción. Camdessus dice que no puede haber desarrollo sostenido sin un manejo responsable de los asuntos públicos.


Wolfensohn aconsejó incluso que no se entreguen préstamos blandos a los países que no garanticen medidas contra la corrupción. Y más aún: tomemos lo que dice el director para operaciones del Mercosur del Banco Mundial, el señor Gobind Nankani, quien señala que “la desregulación si está acompañada de mecanismos débiles de supervisión también invita a la corrupción e inclusive al crimen organizado.”


Hay cifras gravísimas: por ejemplo, en marzo del año 1996 el Secretario de Comercio de los Estados Unidos, Mickey Kantor dijo ante empresarios de su país que entre abril de 1993 y mayo de 1995 tuvo conocimiento de casi cien casos en los cuales los sobornos extranjeros atentaron contra la capacidad de firmas estadounidenses de obtener contratos valuados en 45 mil millones de dólares.


Paul Volcker, ex titular de la Reserva Federal de los Estados Unidos en los años 80, y quien hace pocos días estuvo en el país, dijo que los empresarios que querían venir a la Argentina renunciaron a ello por la preocupación sobre corrupción en pequeñas empresas y sobre todo en las grandes.


Quiere decir que de ninguna manera podemos ignorar la trascendencia de la cuestión que estamos tratando. Por eso sólo deseo agregar acerca del tema que estamos considerando -ya los anteriores expositores explicaron todo lo relativo al tema de la ética pública- lo referente a la Comisión Nacional de Ética Pública que me parece importante destacar.


En primer lugar, la comisión va a recibir denuncias, una cuestión importante que hemos logrado incorporar, teniendo en cuenta lo que establece la Convención Interamericana contra la Corrupción. En este sentido, el denunciante va a poder solicitar a la comisión la reserva de identidad, la cual le será concedida cuando las razones esgrimidas sean fundadas y en especial cuando exista relación de dependencia o jerárquica con el funcionario cuya conducta se denuncia.


Debemos facilitar la denuncia de los subalternos que conozcan hechos de corrupción de sus superiores jerárquicos garantizándoles que esto no le genere ningún tipo de represalias en el desarrollo de sus tareas laborales. Esta comisión también podrá recibir quejas por falta de actuación de los organismos de aplicación, porque también se podrán estar cometiendo en ellos hechos de corrupción.


La citada comisión también podrá exigir de los organismos de aplicación copias de las declaraciones juradas de funcionarios cuando éstas no lleguen a su debido tiempo. Podrá intimar tales presentaciones y si los funcionarios no cumplieren con la entrega de la declaración jurada, estarán cometiendo un delito que también está contemplado en esta ley, la cual sanciona al funcionario responsable.


La comisión va a poder asesorar y  evaluar consultas sin efecto vinculante, dice el proyecto. En lo personal hubiera preferido que fuera con efecto vinculante. 


En un principio no nos poníamos de acuerdo durante el análisis en comisión, pero finalmente acordamos -creo que es un buen comienzo- que la comisión de ética pudiera empezar a aclarar, en los casos de conflictos de intereses, si se está incurriendo en la violación de las normas.


Por otra parte, la comisión tiene la obligación de brindar un informe anual, al que deberá asegurársele difusión y divulgación, en el que se detallarán los casos más importantes de corrupción.


La comisión deberá llevar un registro de las sanciones administrativas que hayan recaído sobre los funcionarios públicos, una especie de registro de hechos de corrupción. Creo que esta sociedad lo necesita, como una forma de conocer a sus funcionarios.


Lo que me parece importante es el hecho de que la comisión esté integrada por once miembros, pero no por cualquiera, no por quienes sean producto de acuerdos políticos ni del dedo de nadie. En ese sentido, por lo
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menos la redacción exige, y esperamos que se cumpla, que deben ser ciudadanos de reconocidos antecedentes y prestigio público, que no podrán pertenecer al organismo que los designe, que su gestión será de cuatro años y que podrán ser reelectos una vez. Esto persigue garantizar la continuidad de la comisión con el objeto de que no esté sujeta a los vaivenes de los cambios de gobierno determinados por los resultados electorales. 


Los seis ciudadanos que elijan las Cámaras del Congreso de la Nación no sólo no podrán ser integrantes de ellas sino que además deberán designarse previa consulta con las organizaciones representativas de la sociedad. Es fundamental brindar participación a las entidades que defienden el sistema democrático y se dedican al control de los mecanismos de transparencia pública. 


Asimismo se propone la creación de un consejo asesor de estas organizaciones que tendrá voz, no voto, para participar y sugerir medidas a adoptar por la Comisión Nacional de Etica Pública. 


Esta norma es una necesidad, y al respecto considero que la equívoca redacción inicial del artículo 12 sirvió para demostrar que el registro de declaraciones juradas debía ser público, con todo lo que el término “público” implica porque en el tema de la ética no puede haber un doble discurso. No se puede decir “público pero no tan público”. “Público” significa que cualquiera puede acceder a él, la prensa lo puede divulgar, e incluso sería deseable que existieran otros mecanismos de difusión aparte de la iniciativa individual de la persona que se acerca al registro. 


La ética es un conjunto de valores y principios que surge de lo más profundo de nuestras conviccione; es algo rígido e implacable. Esas profundas convicciones se basan en modelos. En la historia argentina sobran los modelos de importantes hombres públicos fundadores de nuestra Nación que murieron pobres, como San Martín, Belgrano y tantos otros. También puedo referirme a hombres como Leandro N. Alem, quien proclamó “que se rompa pero que no se doble”, o Lisandro de la Torre, que incluso en el momento del asco final tuvieron el coraje de pegarse un tiro. Por supuesto no patrocinamos ese tipo de soluciones, aunque las comprendemos en el marco de un espíritu profundamente convencido de lo que son los valores y los principios fundamentales que deben regir la vida de los hombres públicos. Queremos que gane la honestidad y que termine esta relación perversa que a veces se da entre el poder público y los negocios turbios. 


Ello es tarea de la Justicia, pero sabemos que hoy nuestra responsabilidad se ha redoblado porque aquélla no está cumpliendo de modo adecuado su función. Sin embargo también el Parlamento tiene su cuota de responsabilidad en este tema. Por eso creo que al aceptar el desafío de dictar una norma firme, fuerte y exigente en este sentido, que exponga a los funcionarios públicos frente a la sociedad para que los controle, no sólo estamos cumpliendo con nuestra misión como legisladores sino que además estamos reivindicando el rol de la política y el prestigio de este Congreso. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene  la palabra el . La Presidencia le advierte que al bloque del Frepaso le restan siete minutos. En caso de que el señor diputado hiciera uso de la palabra luego de finalizar las intervenciones de las bancadas, le corresponderían diez minutos ya que expondría a título personal. 

Sr. VIQUEIRA.-XE "Viqueira" Señor presidente: en este debate se han expresado conceptos realmente muy importantes, y aunque trataré de ser breve me tomaré el tiempo necesario pues se trata de un tema relevante. 


En principio deseo rescatar el trabajo de la comisión porque parecía una utopía cuando todos los miembros de la Comisión de Asuntos Constitucionales asumimos el compromiso de debatir esta iniciativa en el recinto antes de las elecciones legislativas de este año. Para nosotros era un desafío, y en lo personal me siento muy reconfortado de que hoy podamos estar debatiendo con total amplitud este tema. 
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Sarto


Es cierto que se lograron importantes niveles de consenso, pero también hay que decir que algunos legisladores planteamos nuestras disidencias con el anteproyecto que aprobó la subcomisión. Creo que sobre esto no hay que tener ningún tipo de suspicacia, pero fue un dato concreto de la realidad.


Algunos expresamos públicamente nuestras diferencias con respecto a lo contradictorio que resultaba el artículo 12. También planteamos dudas en relación con la composición de la Comisión de Etica Pública, pero de todas maneras creemos que no sólo fue importante el esfuerzo que realizamos los componentes de la comisión, sino que fue muy útil el aporte de las instituciones convocadas por algunos legisladores para que emitieran su opinión.


Considero que no hay que preocuparse en demasía por las expresiones de la opinión pública y de los periodistas, ya que enriquecen la democracia. Estimo que a veces empobrecemos a la democracia cuando decimos que nos sentimos afectados por las críticas que puedan aparecer en los medios de comunicación. Para mí fue muy saludable que este debate se pudiera transparentar en esos medios.


No quiero ser reiterativo. Existe una fuerte demanda de la opinión pública, tanto nacional como internacional, por la lucha contra la corrupción y por señalar la necesidad de que existan transparencia y controles. Creemos que esta es la esencia de la democracia; si no,  estaríamos en un régimen autocrático. La democracia es transparencia y posibilidad de control.


Por eso, cuando los constituyentes debatieron este tema, pusieron en una sola cláusula, el artículo 36, una norma que rige tanto para los golpistas como para los corruptos.  Cuando se plantea que ambos aspectos son los que realmente ponen en crisis a la democracia, me parece que se hace una correcta lectura de las demandas de la sociedad argentina.


También rescato la política y la actitud de muchos políticos. Creo que en el Parlamento y en la función pública, desde los pequeños pueblos hasta las máximas jerarquías del Estado, existe gente que ha luchado, que se ha comprometido y que es honesta.


Seríamos muy hipócritas o, por lo menos, haríamos una lectura equivocada de la realidad, si no nos diéramos cuenta de que hoy, para mucha gente, la política y los políticos, lamentablemente, aparecemos asociados con la corrupción y, más grave aún, con el delito.


Esto no sólo lo planteamos por nosotros y por lo que nos puede afectar de manera particular a quienes nos dedicamos a la actividad política -entendiendo por ella la tarea de luchar al servicio del bien común-, sino también por la propia democracia, ya que existen algunas personas que a veces, con mucha picardía, equiparan democracia con corrupción.


El problema de la corrupción no se vincula sólo con la ética de los funcionarios públicos. Lamentablemente,  tiene una clara implicancia económica y significa un verdadero costo social. Por eso, para nosotros, los legisladores del Frepaso, este es el debate que necesitábamos en la Argentina.
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En ese sentido queremos rescatar la intervención de alguien que para nosotros fue un ejemplo: el compañero Carlos Auyero. Fue un hombre que dio un ejemplo de ética en la función pública, tuvo un destacado papel en la Convención Constituyente y nos habló precisamente de estos temas.


Concretamente, Auyero decía que como nunca es evidente que la principal amenaza a la democracia emerge de nuestra propia incoherencia e inoperancia, y que la decadencia moral como clase política es el principal peligro para la democracia.


Hoy sentimos que estamos respondiendo a ese desafío que, por supuesto, no sólo fue del compañero Carlos Auyero. También se ha mencionado aquí al compañero Antonio Cafiero, quien del mismo modo hizo referencia a ese desafío.


No solamente necesitamos una ley de ética a modo de testimonio que debemos dar los legisladores de la Argentina, sino también como un ejemplo persuasor, y eso es lo que planteaba  Antonio Cafiero.


Nos parece significativo el avance que hemos logrado, porque el proyecto superó con claridad el ser una respuesta puramente declamatoria.


Ya se ha dicho aquí que ninguna ley –tampoco esta en particular‑ va a impedir la corrupción, pero sí podrá dar instrumentos no sólo a los jueces sino también –y esto es lo más importante‑ a la sociedad, para que puedan ejercer la elemental tarea de control. Ese es uno de los elementos esenciales de la democracia, por lo menos de la democracia participativa por la cual tantos esfuerzos se han hecho.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).-  Señor diputado Viqueira: con todo respeto me permito sugerirle que redondee su exposición. El artículo 150 del reglamento establece que estos plazos son improrrogables y la Presidencia tiene que cumplir con las disposiciones reglamentarias.

Sr. VIQUEIRA.-XE "Viqueira" No haré referencia expresa a la totalidad de los artículos de este proyecto. Todos son muy importantes, pero creo oportuno mencionar puntualmente una cuestión que produjo un gran debate público: me refiero al tema de las declaraciones juradas.


Debemos reconocer que hay un problema de falta de transparencia en la función pública y en los funcionarios. Ello no se debe sólo a que no exista una ley que garantice la publicidad de las declaraciones juradas. Recientemente tomamos conocimiento de que en virtud de una resolución de la DGI se otorga un tratamiento preferencial a algunos dirigentes o personalidades públicas.


Lamentablemente, nuestro sistema político todos los días nos da ejemplos no sólo de falta de transparencia sino también de ocultamiento de algunas situaciones.


Por ello, frente a este debate debemos superar la realidad existente. Muchos funcionarios públicos, nosotros mismos, los legisladores, estamos obligados a presentar las declaraciones juradas. Sin embargo, esta obligación quedó en una mera formalidad. 


Había dos alternativas de respuesta: una consistía en la creación de una oficina que auditara o controlara la situación patrimonial de los funcionarios y su crecimiento. Ese fue el mecanismo previsto por un decreto dictado este año. Así fue como en el mes de marzo el presidente de la Nación creó una oficina de ética pública para el ámbito del Poder Ejecutivo. Pero lamentablemente, a los dos meses se dictó otro decreto que derogó al anterior, y por supuesto esa oficina nunca se constituyó.
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De tal manera  que el mejor mecanismo de control es el social, es decir, que exista la posibilidad de que cualquier ciudadano pueda acceder con total libertad a las declaraciones juradas que realicemos los funcionarios públicos y que éstas puedan ser dadas a conocer.


No me voy a referir puntualmente a cada una de las cláusulas de esta normativa, pero quiero rescatar las modificaciones y el texto definitivo que se redactó en torno a la Comisión Nacional de Etica Pública y el Código Penal, a varias de las cuales ha aludido el señor diputado Aramburu.


Entendemos que esta ley significará un avance, pero seguimos en deuda en relación con otras cuestiones trascendentes. Me refiero a la necesidad de sancionar una norma -en algún momento del debate en comisión surgió el tema- que contemple el financiamiento de los partidos políticos, dado que ese tema constituye una demanda concreta de la sociedad.


Finalmente, como lo han hecho otros señores diputados, también adhiero al reclamo efectuado para que se consideren y sancionen las iniciativas vinculadas al Consejo de la Magistratura y el Ministerio Público con el nivel de consenso que la Constitución Nacional requiere, porque esa será la única garantía para que la Argentina tenga un Poder Judicial independiente y para que concluya en el país no sólo el clima de corrupción sino de impunidad que reina entre nosotros. (Aplausos.)

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. NATALE.-XE "Natale" Señor presidente: anticipo el voto favorable en general del bloque Demócrata Progresista al proyecto de ley en consideración. 


Hablo en nombre de un partido político que al cabo de ochenta y tres años de vida podrá ser valorado o criticado por sus actitudes políticas, pero jamás ninguno de sus militantes pudo ser acusado de algún acto que implicara una violación a los principios éticos y jurídicos que informan a nuestra sociedad.

-Ocupa la Presidencia el señor presidente de la Comisión de Legislación General, don José Gabriel Dumón.

Sr. NATALE.-XE "Natale" Con esa autoridad que nos da una larga historia en esta Argentina tan tomada por la corrupción fijamos nuestro pensamiento que, como acabo de señalar, es favorable a la sanción de este proyecto de ley, si bien diversas disposiciones de su articulado nos merecen severas críticas que habré de formular en su momento.


En 1977 se sancionó en los Estados Unidos una ley contra las prácticas corruptas que constituye la piedra angular de una actitud que en este momento asume el país del Norte en la búsqueda de una relación igualitaria con las naciones de Europa, que no poseen normas de esta naturaleza y que como consecuencia de ello pueden hacer mejores negocios en los países subdesarrollados.


Hace poco un jerarquizado funcionario norteamericano se quejaba diciendo que Estados Undios había perdido contratos por cien mil millones de dólares en los países subdesarrollados porque no podían pagar coimas por negocios en el exterior en virtud de esa ley, mientras que los alemanes podían desgravar del impuesto a las ganancias lo que llaman en idioma germánico “dinero para untar.” 


En España se ha dictado recientemente una ley sobre registro de intereses para altos cargos. En Francia se han sancionado leyes en los años 1988, 1993 y 1995 sobre declaración jurada patrimonial de los funcionarios, sobre prevención de la corrupción y sobre transparencia en la vida económica. La OEA ha aprobado en Caracas, el año
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pasado, una convención que nuestro país ratificó. Vale la pena decir que esa convención no incorpora nada nuevo al capítulo jurídico penal vigente en nuestro país desde hace mucho tiempo, más precisamente desde que entró en vigencia el Código Penal. 


En esa convención que aprobó la OEA solamente se advierte como novedad la creación de lo que se llama el “soborno transnacional”, que es una figura que permite perseguir al delincuente, no en virtud de la territorialidad donde se cometió el delito, sino de la nacionalidad de quien lo ha efectuado. 


He dicho que vamos a votar favorablemente en general este proyecto de ley, aunque efectuaremos críticas muy importantes a distintos artículos.


En primer término, se equivocan los conceptos no por culpa del proyecto, sino de la Constitución. En realidad, no puede existir una ley sobre ética pública, porque la ética constituye un capítulo de la filosofía: el que estudia la moral y sus valores. Además, la moral es esencialmente distinta de lo jurídico.


La ética comienza con Aristóteles y luego continúa con los estoicos, los epicúreos, el cristianismo y los grandes pensadores del mundo moderno, quienes con Immanuel Kant a la cabeza fueron marcando el sentido de lo que es el estudio de la ética. Pero cuando entramos al ámbito de la moral propiamente dicha, la norma se diferencia de lo jurídico y lo religioso. Estos son los tres ámbitos normativos que rigen la conducta de los seres humanos.


Las normas jurídicas son esencialmente heterónomas, ya que nos son dadas por alguien -el Estado- y y las debemos asumir. La coacción nos impone el cumplimiento de la norma jurídica. Las  normas religiosas también le son dadas al hombre por su concepto de divinidad y por eso son también heterónomas, pero puede acatarlas o no, según acepte los dictados y los principios de la teología.


Finalmente, las normas morales son esencialmente autónomas y son propias de cada individuo. Cada uno de nosotros dicta su propia moral. Por eso con una sabiduría exquisita, la Constitución Nacional de 1853 marcó claramente la distinción entre moral pública y moral privada al decir: "Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios y exentas de la autoridad de los magistrados."


El concepto de moral privada que, en definitiva, es el esencial, por su propia definición es autónomo, ya que es determinado por cada sujeto y no puede ser regulado por el derecho. Por eso digo que este proyecto de ley tiene un error de concepto, ya que califica de ético lo que en verdad deberían ser normas de comportamiento de los funcionarios públicos. 


Pero no nos habremos de quedar en esa cuestión, ya que quiero señalar algunas observaciones que considero importantes. 


En el Capítulo II se confunden los conceptos de función y empleo público, que en el ámbito del derecho administrativo están perfectamente deslindados. Sin embargo, en este capítulo no están definidos con la misma precisión. 
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En el Capítulo VII se incluye una insólita disposición sobre prevención sumaria. Se encomienda a una serie de funcionarios legislativos y administrativos –ya sean el presidente de la Cámara de Diputados, el presidente de la Cámara de Senadores, los fiscales o el defensor del pueblo- el ejercicio de funciones jurisdiccionales, como es la instrucción sumarial ante la presunción de la comisión de determinados delitos. Esto significa que estamos otorgando típicas funciones jurisdiccionales a funcionarios de órganos legislativos o administrativos. Aquí hay una grosera contradicción –permítaseme esta calificación, pero no encuentro otra más adecuada- con los principios de nuestro ordenamiento jurídico que encomiendan básicamente dicha función al Poder Judicial. Digo básicamente, porque hay actividades jurisdiccionales en los otros poderes, pero esta de investigar la presunta comisión de delitos es por antonomasia una función jurisdiccional otorgada al Poder Judicial y no a órganos legislativos o administrativos.


Debo observar también la conformación y los contenidos de la Comisión Nacional de Etica Pública previstos en el Capítulo VIII. En este punto quiero detenerme un instante. El artículo 26 dice textualmente: “Créase la Comisión Nacional de Etica Pública que funcionará como organismo con autonomía funcional de los poderes del Estado,...”. Es decir que tendrá autonomía funcional respecto de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 


¿Qué estamos creando? ¿Un órgano extrapoder, de esos que la doctrina constitucional contemporánea ha venido admitiendo y que ha previsto la Constitución reformada en 1994? Resulta dudosa la juridicidad precisa de estos órganos, pero cada vez que se los ha creado en el derecho constitucional comparado ha sido producto de una decisión constitucional y nunca de una decisión legislativa.


¿Cuál será el orden jerárquico de esta Comisión Nacional de Etica Pública? ¿Cómo se preverán los casos de remoción de sus funcionarios? ¿Quién podrá removerlos o reemplazarlos? ¿Ante quién serán cuestionables sus decisiones, si posee autonomía funcional respecto de los poderes del Estado?


Estas son preguntas lo suficientemente serias como para tratar de encontrar una mejor regulación de estos principios. 


Fíjense qué paradójico: esta Comisión Nacional de Etica Pública no tiene en esencia grandes funciones, porque su cometido básico se limitará a recibir las denuncias, evaluarlas y girarlas a los organismos respectivos. No tendrá capacidad decisoria sobre esas denuncias; va a funcionar como una suerte de buzón que evaluará las denuncias y las remitirá a los órganos competentes. Sin embargo, podrá pedir la suspensión del funcionario involucrado.


Quiero señalar una concreta preocupación vinculada con la constitución de la comisión. Durante inagotables jornadas hemos estado preocupados por la composición del Consejo de la Magistratura; finalmente, en esta Cámara de Diputados logramos una equilibrada composición. No sé por qué razón el Senado de la Nación todavía no ha sancionado dicha iniciativa, aunque me la imagino. Veamos ahora qué desequilibrada composición le damos a esta Comisión Nacional de Etica Pública. Según el artículo 28 estará integrada por once miembros, que por supuesto tendrán que ser ciudadanos de reconocidos antecedentes y de prestigio público, lo cual no es muy limitado que digamos. ¿Quiénes los designarán y quiénes evaluarán dichas condiciones? La Corte Suprema de Justicia de la Nación; ya sabemos quién tiene la mayoría en dicho  cuerpo. El Poder Ejecutivo de la Nación; ya sabemos cómo
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está integrado. El Defensor del Pueblo ya sabemos quién lo designó. El Auditor General de la Nación se salva. El Procurador General de la Nación ya sabemos cómo fue designado. El honorable ex par nuestro fue designado por el Poder Ejecutivo de la Nación. Y seis ciudadanos designados por resolución conjunta de ambas Cámaras. Convengamos que, con el equilibrio frecuente del Parlamento, tres miembros saldrán de un lado y tres miembros saldrán del otro. No es aventurado afirmar que de esos once miembros de la Comisión Nacional de Etica Pública siete van a provenir del partido gobernante.


A esta Comisión Nacional de Etica Pública le asignamos una serie de cometidos que en los hechos pueden tener en vilo el buen nombre y honor de muchas personas. En este sentido, adviértase que el artículo 46 -Capítulo X- del proyecto dice que "La Comisión Nacional de Etica Pública y las autoridades de aplicación en su caso, podrán publicitar, por los medios que considere necesarios, de acuerdo a las características de cada caso y a las normas que rigen el mismo, las conclusiones arribadas sobre la producción de un acto que se considere violatorio de la ética pública."


Vale decir que esa Comisión Nacional de Etica Pública, que podrá publicitar cualquier acto que estime violatorio de la ética, estará manejada no con el equilibrio que quisimos lograr para el Consejo de la Magistratura sino por una ostensible mayoría del partido gobernante. Dejo planteado este cuestionamiento para que  revisemos la conformación a la hora del debate en particular.


Por otra parte, se introducen reformas al Código Penal. Cualquiera que leyese el proyecto de ley podría pensar que estamos avanzando en la tipificación de una serie de nuevas figuras que incriminarían conductas delictivas existentes en nuestra sociedad, no descripta actualmente.  En realidad, lo que hacen todas estas normas es modificar algunas penas o, eventualmente, alguna de las modalidades delictuales tipificadas en el Código Penal desde hace décadas. Por ejemplo, uno de los artículos de la norma incorpora como artículo 256 ter del Código Penal lo que sería la figura de la venta de influencias. Alguien podría pensar que es una figura nueva, aunque sospecho que esta figura ya está contemplada en el Código Penal actual.


Ocurre que ese endiosamiento racionalista de la ley nos llevaría a la conclusión de que los ladrones no van a la cárcel por la inexistencia de normas en el Código Penal. Incluso, muchos piensan que agravando las penas habremos de conseguir lo que hasta hoy no hemos podido lograr. Es que aquí entran a jugar otros conceptos, como la falta de una policía adecuada, la falta de una justicia independiente, la carencia de normas procesales más dinámicas y tribunales a pleno funcionamiento. No es el Código Penal el que permite que los delincuentes anden por la calle, sino todas las carencias que nuestro sistema tiene en la materia. 


Entonces, concluyo diciendo que vamos a votar este proyecto de ley en forma afirmativa. En su momento plantearemos las discrepancias derivadas de los artículos que he señalado. La habremos de votar porque es un intento por mejorar esta Argentina tan corrupta de los tiempos
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que vivimos. 


En el meollo del asunto hay otras cuestiones. Nos están faltando los grandes modelos éticos, que en las sociedades inspiran el comportamiento de los jóvenes.


José Hernández describía magníficamente, a través del “Viejo Vizcacha”, el mal hábito del gaucho: “Hacete amigo del juez/ no le des de qué quejarse/ y cuando quiera enojarse/ vos te debés encoger/ pues siempre es güeno tener/ palenque ande ir a rascarse.” Esto nos lo hacían estudiar en la escuela primaria como máxima, como principio, y de chicos así lo creíamos. Y recuerdo la indignación de Rafael Bielsa cuando en la Facultad de Derecho nos enseñaba lo que acabo de recitar. Las máximas del “Viejo Vizcacha” aludían a la ramplonería de una sociedad débil, que José Hernández describía de la misma manera que lo hacía Maquiavelo en Florencia al hablar acerca de los vicios de su tiempo. Pero no eran normas éticas que debían tener vigencia en la sociedad.


La señora diputada Garré recordó el suicidio de Lisandro de la Torre, de quien desde nuestra adolescencia sentimos admiración y nos vimos atraídos por una actitud, no por un pensamiento circunstancial sino por una conducta pública, un estilo, una manera de entender la política.


Estos valores morales, que deberían ser los grandes espejos en los que se miran los jóvenes, han estado ausentes en la Argentina desde hace varias décadas. Es demasiado ilusión creer que con la sanción de este proyecto de ley recuperemos esos valores morales que queremos rescatar.


Cuando medie un verdadero rechazo social hacia el corrupto, cuando la frivolidad no siga campeando por todas partes y el corrupto deje ser ser recibido en los grandes salones como si fuera un hombre virtuoso, cuando tengamos jueces verdaderamente independientes y probos, cuando el pueblo con su voto castigue a aquellos respecto de los cuales sabe, intuye o vislumbra que son corruptos, entonces habremos construido un país mucho mejor que el que hoy tenemos, que el que queremos para mañana. Tendremos no un país que se avergüence de aparecer en los primeros planos de las estadísticas de la corrupción sino aquél que se enorgullezca de figurar en los primeros planos de la honestidad y la decencia.


Desde estas bancas demócratas progresistas, en homenaje a los fundadores de ese partido y a los hombres que entregaron su vida por la política nada más que por una pasión cívica, muchas gracias. (Aplausos.)

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.-XE "Garay" Señor presidente: destaco el esfuerzo que han hecho este Parlamento y las comisiones que se abocaron al estudio del proyecto de ley de ética pública, cuya sanción obedece al imperativo del artículo 36 de la Constitución Nacional, reformada en 1994. 


Es importante establecer pautas dentro del heterónomo –siguiendo las expresiones del señor diputado Natale‑ y convertir ese terreno de la intimidad del ser autónomo, que no puede ser castigado porque se trata exclusivamente del dominio interno, pero que trasunta en los valores. Una especie de ciencia del bien y del mal; las pautas del buen obrar que se traducen en las leyes, pero que a veces son difíciles de determinar como pautas coercibles porque se hallan precisamente en el límite inferior de lo que el Estado puede exigir como reglas de convivencia de los ciudadanos. 
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Considero que esta ley es absolutamente necesaria

para determinar ese conjunto de pautas que hacen falta. Siempre se dice que nuestros hijos aprenden las reglas morales en la casa y que en la escuela ni siquiera se enseña este tipo de pautas. Los padres enseñan a sus hijos con el ejemplo.


Entiendo que el mal del que adolece el país es sin duda el mal de la corrupción, que no es exclusivamente el de la Argentina sino que está enquistado en los distintos gobiernos del mundo, inclusive en los de algunos países de gran desarrollo. Pero tal vez lo importante es la posibilidad de reprimir, de establecer pautas que permitan el descubrimiento de estos hechos que necesariamente se producen, como se produce la delincuencia en general, más allá de la severidad que tengan las penas. La comisión del delito no se puede evitar estableciendo, por ejemplo, la pena de muerte, que es la más grave. El delito se comete de cualquier manera. Obviamente, la sociedad no puede estar indefensa ni dejar de tener algunas pautas para primero prevenir estos hechos y en segundo lugar, cuando lamentablemente ya se consumó el delito, reprimirlos.


El artículo 268(2) del Código Penal, que existe desde hace tiempo y que muchas veces ha sido objetado constitucionalmente, en ocasiones es difícil de sostener porque en algunas ocasiones los jueces lo interpretan como la inversión de la carga de la prueba, lo que implica nada más y nada menos que violentar el principio o estado de inocencia que establece para el ciudadano la Constitución Nacional.


Por ello es necesario establecer algunos elementos que permitan que estos delitos puedan registrarse, acreditarse y sancionarse, y en tal sentido me parece importante la norma en consideración, particularmente en lo que se refiere a la declaración jurada, que marca un hito, una pauta, en el momento en que el funcionario se incorpora a la función pública y luego permite la comparación para poder observar si se produjo un enriquecimiento patrimonial sin justificación en la actividad lícita.


La norma es absolutamente razonable y la voy a apoyar. Adelanto mi voto afirmativo al proyecto en consideración, aunque no puedo dejar de mencionar ni de asumir las actitudes críticas que tengo para con ciertas partes de la ley, sobre lo cual haré propuestas concretas en la discusión en particular. Si bien son modificaciones que plantearé oportunamente, en el debate en general tengo que expresar esas críticas porque de lo contrario no cumpliría una de las funciones esenciales que tiene el hombre público, el legislador.


Sé que a veces para algunos es difícil arremeter contra el sentimiento generalizado en una sociedad que obviamente se informa a través de la prensa, de los medios de comunicación; una sociedad que en ocasiones no constituye la opinión pública sino que se prende de la opinión publicada por quienes se consideran representantes del sentir de la gente. Se trata de una expresión tan etérea que resulta imposible de comprobar, porque no se puede tomar un vehículo para dirigirse hacia donde está la gente y preguntarle su opinión, salvo que sea a través de un medio más o menos imperfecto como suelen ser las encuestas públicas.
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Pertenezco al partido más antiguo del país, con 140 años de existencia, y mis correligionarios suelen ufanarse de la trayectoria límpida  y ética del partido. Sé que la sociedad no va a cambiar los valores sobre mi conducta porque exprese lo que tengo que decir.


Debo discrepar sustancialmente con una actitud colectiva o por lo menos expresada -a lo mejor la parte no revelada puede no coincidir conmigo- en que no se respeten ciertos parámetros de la intimidad del artículo 19, también aquí mencionado. 


Estoy hablando de la esfera de privacidad que debe tener todo hombre, privado y público, esté donde esté, como hombre, como ser humano, como persona, como titular de derechos y obligaciones.


Entonces discrepo con las declaraciones juradas públicas, a disposición de cualquier ciudadano, sin existir causa alguna. No puede ser que alguien tenga que informar sobre la totalidad de sus bienes por el hecho de que sea funcionario público.


¿Qué estamos satisfaciendo con esto? Simplemente, la mera curiosidad de un individuo. La declaración jurada es muy importante, por lo expresado anteriormente, pero debe ser absolutamente privada y cualquier ciudadano podrá ir a rescatarla, sólo pudiendo ser publicada a partir del momento en que haga una denuncia pública, sobre cualquier delito contra la administración pública, llámese cohecho, prevaricato, peculado, enriquecimiento ilícito, etcétera. 


Pero de ninguna manera existe el derecho a meterse en la casa del vecino, para abrir el ropero, los placares, la alacena, la heladera, para saber qué tiene dentro de su casa. 


En este sentido llamo a la reflexión a mis colegas y les pido que analicemos hacia dónde vamos. Me pregunto si el ex artículo 12 no está siendo impulsado por algún sector de la prensa, donde ésta gana la batalla mientras la que pierde es la sensatez. 


El hombre tiene una esfera de intimidad y no la pierde por el simple hecho de que ejerza una función pública. Discrepo con el amigo Carlos Soria quien dice que el hombre público lo es en todo los casos. 


De ninguna manera es así, señor presidente. El hombre público ejerce en el ámbito privado sus afectos, su familia, sus hijos, su mujer, su propiedad privada. ¿O estamos viviendo en un país que pretende negarlo en forma vergonzante, porque hay un movimiento que parece desear satisfacer la inquietud de los curiosos de saber qué diablos tiene un funcionario público? 


La realidad es que tienen derecho a conocer la declaración jurada,  pero una vez que hagan una imputación en el sentido de que ha habido un acrecentamiento notable de los bienes.


Voy a proponer -y llegado el momento lo señalaré- una modificación sustancial al artículo 268, que ha sido  tan discutido en el ámbito de lo jurisdiccional y que en muchos casos no sirvió para cumplir con los fines con que fue sancionado. Hay que tener en cuenta ese detalle para corregir el tremendo error de hacer públicas las declaraciones. Sólo si existen causas legítimas las declaraciones podrán estar al servicio de los que tengan un interés. 


Hay un fallo muy importante de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, dictado en 1984 ó 1985 -es recomendable que se recurra a él, ya que fue publicado oportunamente-, donde se resolvió sobre este tema. 


Me voy a permitir dar lectura sólo a dos párrafos de ese texto, donde el procurador en ese entonces, nuestro ex colega doctor Juan Octavio Gauna, y los integrantes de la Corte resolvieron una cuestión vinculada con la intimidad. Dice lo siguiente: “Es inadmisible la pretensión
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de que el interés general en la información concerniente a un hombre público prominente justifique la invasión de su esfera de intimidad.”  Más adelante ese mismo fallo dice así: “La protección material del ámbito de privacidad resulta pues uno de los mayores valores del respeto a la dignidad de la persona y un rasgo diferencial entre el estado de derecho democrático y las formas políticas autoritarias y totalitarias.”


Aquí no se puede hacer un torneo para ver quién quiere desnudar más sus cosas privadas para mostrar a la gente o tratar de recobrar algún prestigio, que quizás en buena medida los políticos hemos perdido por causas razonables que el pueblo observa. Sin embargo, a veces también existe un punto de vista injusto que totaliza y ataca a las instituciones, globalizando las imputaciones contra todos. 


No nos dejemos llevar por este afán de querer ser más papistas que el Papa y pretender poner a disposición de la gente lo que ésta en modo alguno tiene derecho a ver. 


Con respecto al delito de enriquecimiento ilícito contemplado en el artículo 268 del Código Penal, propicio una modalidad muy parecida a la que ahora se pretende agravar con penas, pero que realmente tiene la virtud de poder ser investigada. 


La actual redacción del mencionado artículo dice así: “... el que al ser debidamente requerido, no justificare la procedencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable ...”. Entonces los jueces, y en particular los fiscales que deben hacer el requerimiento de instrucción formal que impulsa la acción pública, piden que al funcionario previamente se le haga la intimación, y si éste no responde se considera que ese es el momento de consumación del hecho delictivo. Sin embargo, el hecho delictivo se consuma por el enriquecimiento patrimonial y no por la no justificación. Considero que se trata de un lamentable vicio interpretativo de la jurisprudencia. Lo he vivido en mi provincia, donde he denunciado un enriquecimiento patrimonial del gobernador realmente notable. Pero algunos jueces venales ordenaron el sobreseimiento porque no había un funcionario que tuviera aptitud o capacidad para hacer el requerimiento al que alude el artículo 268 para que justificara la procedencia de los bienes.


Sucede que se confunde un requisito procesal con un elemento material del delito. Por ello propongo que la redacción sea la siguiente: “El que incremente apreciablemente su patrimonio o el de una persona interpuesta y no pudiere justificar su procedencia.”  Luego acercaré esta propuesta a Secretaría a fin de que sea tenida en cuenta en el debate en particular. 


Este artículo tendrá la misma modalidad que cualquier delito. Si yo acuso a alguien que está usurpando un terreno ajeno porque está instalado en él, no invierto la carga de la prueba porque al investigar el juez le solicita el título del terreno. No es que deba probar su inocencia, sino que está acreditada la materialidad de la usurpación, y esto último será el recaudo procesal. Del mismo modo se tendría que haber analizado este viejo artículo 268 del Código Penal, pero no fue así y se ha frustrado la investigación. 


Obsérvese la importancia de esta disposición, que es una especie de artículo subsidiario. En este artículo 268 está comprendido un conjunto de delitos contra el Estado, como pueden ser el cohecho, el peculado,
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el prevaricato y algunos otros, como las exacciones ilegales o el incumplimiento de los deberes de funcionario público cuando  ello redunda en su beneficio. Se trata de una gran cantidad de delitos que son producidos por codicia y que benefician el patrimonio del funcionario público.


Sucede que este es un delito residual, porque es difícil la prueba específica de los otros delitos cuando el funcionario está en ejercicio de su cargo. Entonces, este delito residual es muy importante, porque  facilita la prueba y no  la invierte. Creo que con esta redacción, la norma quedará más clara, aun cuando sin ella también debería realizarse esta interpretación.


De todos modos, quedaría clarísimo de esta manera. Quien denuncia al funcionario, sólo tiene que acreditar el incremento patrimonial, que será la materialidad del delito de enriquecimiento. A posteriori el funcionario tendrá que justificarse, si no quiere ser condenado por el delito de enriquecimiento ilícito. Por ello estimo que sería de mucha utilidad llegar a un acuerdo sobre esta redacción.


En el capítulo de incompatibilidades también existen aspectos muy especiales, que señalaré en el tratamiento en particular. Adelanto que hay artículos  que  establecen incompatibilidades que no sólo se dan por el ejercicio de una determinada función, sino que también se extienden a los seis meses anteriores a la designación.


Si se sancionara con nulidad absoluta los actos del funcionario que obrare con esa incompatibilidad, lo único que se generará es inseguridad jurídica. No obstante,  se deja en salvaguarda a los terceros de buena fe, pero estimo que no habrá nadie que acepte haber obrado de mala fe.


Resulta sustancial que se suprima esta nulidad o el lapso de seis meses anteriores. Incluso, sería difícil para el Estado encontrar funcionarios aptos e idóneos que no hayan tenido inserción en la actividad privada, como en el caso de un abogado que representa a empresas u otros especialistas. Creo que es fundamental evitar esta sanción de nulidad, que puede perjudicar la seguridad jurídica de quienes contraten con el Estado.


Me parece que son  útiles muchas de las reformas al Código Penal. Incluso, existe alguna innovación en algún artículo, pero estimo que hay modificaciones que realmente no tienen ninguna vinculación con la ética pública. Así puedo señalar las reformas a los artículos 23, 29, 30 y 33 del Código Penal, que no están relacionados con la ética pública.
Simplemente, se ha aprovechado la ocasión y se ha dicho: ya que vamos a sancionar una iniciativa que reforma determinados artículos del Código Penal, modifiquemos también estos otros artículos. No creo que sea una técnica legislativa adecuada. De cualquier manera, también tengo críticas para formular a esos artículos, que oportunamente señalaré en el tratamiento en particular.


Finalmente, considero que si esta norma se sanciona adecuadamente, va a propender a cumplir su objetivo, que es prevenir y reprimir los delitos contra la administración pública. Sin embargo, si tomamos en cuenta el vicio originario que tiene acerca de la declaración jurada, seguramente vamos a arreglar una situación pero vamos a dejar al hombre al que se refiere el artículo 19,
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cuyas  acciones quedan reservadas a Dios y exentas de la autoridad de los magistrados, sometido a las críticas del vecino.


Aun cuando su actitud y lo que pueda surgir de la declaración jurada no signifiquen nada para la sociedad, su publicación puede ser nociva.


Hay ciertas propiedades vinculadas con determinadas actividades que pueden tornarse controvertidas. Por ejemplo, el propietario de un hotel alojamiento no comete un hecho ilícito, pero existe una “moralina” social que lo condena. 


Si no se ha establecido que explotar un hotel alojamiento es un delito, me pregunto qué interés puede tener el Estado en que esto se revele y que un funcionario público quede denigrado ante la sociedad.


Del mismo modo pueden considerarse otras actividades que no tienen el carácter de ilícitas y mucho menos constituyen delito.


Por ello es conveniente elaborar una ley equilibrada y pensada, y sobre todo obrar con suficiente autonomía, independientemente de la prensa y la supuesta presión social.


Tenemos un deber primario que cumplir: obrar en orden a la conciencia y a la Constitución Nacional. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. BALTER.-XE "Balter" Señor presidente: celebro que usted esté al frente de esta sesión porque hemos podido observar que sigue atentamente las exposiciones de los señores legisladores, a tal punto que puede colaborar ante los errores que alguno puede llegar a cometer en su exposición. Esto es alentador para quienes participamos en los debates cuando normalmente el recinto está prácticamente vacío.


He participado en diversas reuniones de comisión que tuvieron por objeto el tratamiento de este dictamen.


Vengo a este recinto a hablar con una gran tranquilidad porque en 1988, cuando me tocaba representar a mi provincia en la legislatura provincial, presentamos un proyecto referido al régimen de las declaraciones juradas de los funcionarios públicos, iniciativa que fue finalmente aprobada no hace mucho tiempo y convertida en ley en la provincia de Mendoza.


La primera iniciativa que presenté cuando me incorporé a esta Cámara consistió en un proyecto referido también al régimen de las declaraciones juradas, y que tenía por objeto transparentar el accionar de los hombres públicos.


Tengo mayor tranquilidad para hablar en esta sesión porque antes de ser electo diputado nacional presenté ante el juzgado federal con competencia electoral
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todas mis declaraciones impositivas    y las de mi esposa, que realiza una actividad independiente, desde el momento en que me registré en la Dirección General Impositiva como contribuyente. Ello ocurrió a causa de un problema sucesorio, cuando tenía dieciocho años.


Manifesté también la intención de poner a disposición de cualquier ciudadano esas declaraciones juradas con el sólo requisito de identificarse. Esto lo vengo haciendo todos los años desde entonces. Cada vez que cumplo con mi obligación tributaria también acompaño al juzgado federal -donde queda a disposición del público- mi historia patrimonial e impositiva.


Por eso nadie podrá pensar que si formulo una observación a este proyecto de ley ella pueda tener el sentido de eludir su cumplimiento, porque mucho antes de que esto fuera obligatorio yo personalmente lo venía haciendo.


Señalaré las diferencias que tengo en relación con la norma que se intenta aprobar. Durante el tratamiento en particular las profundizaré, pero deseo adelantar algunas de ellas. 


En cuanto a la forma en que se va a controlar el régimen a implantar, nuestra propuesta incorporaba la creación de un cuerpo de inspectores que tuviera estabilidad, sin crear mayores gastos al Estado, dado que  se integraría con funcionarios de carrera de la Dirección General Impositiva. Entendemos que el contralor previsto será ineficiente en función del objeto al que apunta esta iniciativa.


También estimamos innecesario para quienes son contribuyentes de la DGI crear un nuevo mecanismo y no permitir suplantar la obligatoriedad que surgirá con la aprobación de este proyecto de ley con la presentación de la declaración ante aquella. Quienes conocen el mecanismo de la Dirección General Impositiva saben que es sobreabundante colocar toda esta información en las declaraciones o generar una declaración distinta a la que tenemos obligación de efectuar como cualquier ciudadano.


De todas maneras, estas son cuestiones más de forma que de fondo. Rescato el planteo efectuado en primer término por el señor diputado Natale y también algunas reflexiones que con precisión y valentía efectuó el señor diputado Garay.


En este sentido me pregunto si no habrá llegado el momento de replantear en general la necesidad de seguir manteniendo en la legislación vigente el secreto fiscal, porque esto que hemos realizado como un acto voluntario                     -poner a disposición del público nuestras declaraciones juradas- lo hemos hecho convencidos de la importancia de que esta conducta constituya el acto voluntario y responsable de quienes sentimos a la política como una vocación de servicio. 


Pretendemos rescatar el más alto porcentaje de los hombres que han demostrado esta vocación desde muy jóvenes y que han militado en partidos políticos durante años. Vemos  con gran dolor y profunda pena que la
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actividad política sea tan denigrada por la sociedad. Pero debemos ser conscientes  ‑porque lo vemos reflejado en todas las encuestas de opinión‑  de que existe poca credibilidad en los hombres políticos, fundamentalmente en quienes tenemos responsabilidad legislativa. Todo esto es el producto del accionar de unos pocos inmorales y delincuentes que no deberían estar sentados en ningún sillón de la función pública, porque indudablemente su lugar está en la cárcel. Sin embargo, tienen la desfachatez de aparecer en todas las publicaciones de moda, exhibiendo con total impudicia lo que han obtenido ilícitamente.


Pareciera que el reflejo comunicacional de esos delincuentes sirve de parámetro para medir a cualquier persona que está ejerciendo un cargo público. Por eso quizás discrepe con el señor diputado preopinante al afirmar que este es un proyecto de ley que, de ser complementado correctamente, va a servir para destacar a la enorme mayoría de hombres y mujeres honestos que se dedican a la actividad política.


Pero hay que tener mucho cuidado con la redacción de estos artículos, porque de lo contrario la futura norma se puede transformar en un elemento de destrucción de la dirigencia política. De ahí la importancia de cómo queden redactados. 


Pareciera que cuando hablamos de una ley de ética pública, de delitos o de corrupción, existiera una sola punta que nos preocupa detectar. Desgraciadamente y tal como se presenta en los medios de comunicación, se crea la imagen de que únicamente en el sector público pueden cometerse delitos o existir corruptos. Debemos tener en cuenta que lo que nosotros conocemos o hemos denunciado con respecto al perjuicio ocasionado al patrimonio nacional, provincial o municipal tiene por responsables excluyentes a los funcionarios. Sin embargo, es bien sabido que han intervenido importantes representantes de empresas nacionales o multinacionales en los hechos más escandalosos que ha conocido la República.


En esta Cámara estamos tratando de investigar denuncias de casos de mafias o corrupción, como se los ha dado en denominar, sin que siquiera podamos tener acceso a las declaraciones impositivas de los involucrados. Por eso insisto: de sancionarse este proyecto de ley tal como ha sido redactado, ¿no será también necesario  ‑para no perder el hilo conductor que buscamos‑  desbloquear definitivamente el secreto fiscal en la Argentina?


Eso lo dejo planteado como una inquietud, pero si queremos buscar instrumentos aleccionadores para desterrar de alguna manera la corrupción, tendremos que imaginar algo más que el proyecto que estamos tratando.  Con él no vamos a evitar que en la Argentina existan 40.000 millones de dólares anuales de evasión, ni vamos a poder detectar a los responsables de las peores maniobras en contra del erario.
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Por ello es que he firmado en disidencia parcial el despacho.


El expediente que encabeza el sumario del Orden del Día que estamos considerando es de nuestra autoría; quizás por ser el más antiguo, no por otro motivo.

- Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 2° de la Honorable Cámara, don Rafael Manuel Pascual.

Sr. BALTER.-XE "Balter" Llamo a la reflexión a todos los señores diputados para que cuando terminemos de sancionar esta iniciativa nos quedemos tranquilos en el sentido de haber dictado una norma que realmente tenga por objetivo fortificar el sistema democrático y republicano. Tal cual han quedado redactados algunos artículos, me temo que pueda servir exactamente para el fin contrario. (Aplausos.)

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor diputado por Tucumán.

Sr. BULACIO.-XE "Bulacio" Señor presidente: la falta de credibilidad en las instituciones de la República y las sospechas bien fundadas que la sociedad toda tiene sobre la conducta ética de la clase política constituyen una situación lamentable que debe ser resuelta por quienes tenemos la obligación de hacerlo. Casos concretos de corrupción en altos funcionarios, enriquecimientos súbitos y sin justificación alguna, conexiones espurias entre empresarios y/o grupos de poder económico con políticos y jueces que tienen capacidad de decisión en asuntos que involucran a dichos grupos, son muestras claras de que la corrupción ha calado muy hondo en el cuerpo social de la Nación.


Anoche, en un acto público de lanzamiento de su campaña, un político que hasta hace pocos meses era considerado un super ministro con amplio poder de decisión, manifestó que, así como Alfonsín había dejado al país en una situación de hiperinflación, el presidente Menem lo estaba dejando en la hipercorrupción. Grave acusación, y más aún proviniendo de un hombre que transitó durante años junto al presidente y su administración. Esta persona tiene una rara cualidad; luego de caminar y enterrarse en el fango puede salir cristalinamente limpio. Pero, más allá de los dichos del ex ministro, ¿qué juicio puede formarse la opinión pública ante esta acusación? Sin duda que es una fuerte carga de suciedad que se agrega a la pobre idea que ya tiene la opinión pública de los funcionarios y de toda la clase política.


La Constitución reformada en 1994 establece en el capítulo sobre nuevos derechos y garantías ‑concretamente en el artículo 36- un mandato a este Congreso a fin de que sancione una ley de ética pública para el ejercicio de la función. Por lo tanto, siendo responsables por haber sido elegidos para dictar las leyes, debemos responder positivamente a este complejo problema sancionando normas que permitan a la sociedad evaluar las conductas morales a la luz de instrumentos simples y eficaces. Mi proyecto de ley apuntaba a ello. El objetivo que debe convocarnos a todos es el de limpiar de corruptos a la administración pública. Para que ello sea una realidad efectiva el Estado necesita contar con mecanismos eficaces de control que, actuando preventivamente, impidan las acciones ilícitas o la impunidad que muchas veces las acompañan. 
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La liquidación anual del impuesto a las ganancias y las declaraciones de bienes personales que se presentan ante la Dirección General Impositiva -organismo encargado de controlar a los contribuyentes- son los instrumentos fiscales más generalizados, que resultan también eficaces como mecanismos de control de las variaciones patrimoniales de los funcionarios públicos. 


En los fundamentos de mi proyecto sostengo que los sobres cerrados conteniendo declaraciones personales, que usualmente se depositan ante los organismos a los cuales pertenece el funcionario, no cumplen la finalidad de un efectivo control. Por ello resulta necesario idear nuevos mecanismos ante el recrudecimiento del grave problema de la corrupción.


Las obligaciones que surgen de mi proyecto tienen el beneficio de la practicidad y la sencillez. Si todos los ciudadanos tienen la obligación de cumplir con el fisco, es razonable que los mismos formularios presentados ante el organismo de control impositivo sirvan para el control ético. De esta manera se trasparentará todo el sistema en beneficio de la honestidad pública. 


Las comisiones actuantes que han elaborado este proyecto final, integrando todas las iniciativas, obtuvieron una norma amplia y abarcativa, quizá excesivamente reglamentarista. No obstante, ante un problema tan grave y generalizado, resultará de utilidad. Sería ingenuo pensar que esta norma resolverá todo el problema, pero es un avance, aunque para algunos resulta exagerada en sus pautas, en detrimento de la privacidad, y para otros termina siendo peligrosa por el mal uso que se pueda dar a toda esa información que usualmente es confidencial. Otros sostendrán que el proyecto prevé intrincados y complejos mecanismos, pero nadie puede oponerse en general a que la función pública sea ejercida sin sospechas. Todo esto va en beneficio nuestro, que por el mero hecho de haber ingresado en la actividad política nos convertimos en sospechosos. 


¿Quién no quiere la trasparencia? Todos los que estamos aquí sentados no sólo la queremos sino que la necesitamos. Es difícil decir que esta ley la consigue, pero es un paso positivo en beneficio de la moral de la República.


El comienzo de esta sesión se demoró porque se estaban conciliando opiniones en el bloque mayoritario. Se dijo que algunos querían mantener el texto del artículo 12, que decía que el peticionante debía guardar reserva sobre su contenido y solamente podía revelarlo en defensa de un interés público. Esta frase fue suprimida.


De igual manera el despacho original preveía el caso de que se revelara el contenido de una declaración jurada, algo que también fue eliminado. ¿Por qué? Porque la prensa ejerció una vez más su poder sobre este cuerpo, que cedió. Esto es lamentable, no porque la prensa critique el proyecto y cuide sus posiciones, lo cual es válido; lo lamentable es que esta Cámara, por no decir el Congreso, haya marchado a lo largo de todo este período legislativo al ritmo de los pasos marcados por los medios de comunicación. Esto demuestra que todavía tenemos que
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transitar por un largo camino para que cada cual cumpla con su rol.


Sé que lo que acabo de decir puede no gustar a la prensa, pues quizás se sienta tocada. Mi intención no es criticarla –eso no me corresponde‑ sino advertir al cuerpo acerca de nuestra falta de decisión para actuar de acuerdo con nuestros principios. El problema no es la prensa sino el acatamiento que de ella hacemos. Esto es necesario decirlo, y si soy yo el arriesgado que lo hace, por lo menos quedo tranquilo con mi espíritu. Los diputados de la Nación debemos actuar no al ritmo de las críticas o de los halagos sino de acuerdo con los dictados de nuestra propia conciencia. 


Desde ya adelanto mi voto afirmativo en general al proyecto de ley en discusión, aunque durante el tratamiento en particular formularé muchas observaciones. (Aplausos.)

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor diputado por Neuquén.

Sr. FERNANDEZ.-XE "Fernández" Señor presidente: estamos tratando un proyecto de ley sobre régimen de ética pública, pero el inicio de este debate no ha tenido nada de ético dado que el dictamen definitivo emitido por las comisiones ha sido recibido por muchos bloques con posterioridad al comienzo de la discusión de esta iniciativa. Francamente entiendo que esa manera de iniciar el debate está marcando cierto desprecio hacia la opinión de los bloques minoritarios, que por una cuestión ética deberían ser respetados como corresponde.


Aquí es más fácil hablar a favor de este proyecto que objetarlo. Las razones son obvias. La atención de la prensa se halla centrada en la aprobación de esta iniciativa. 


Debemos señalar –en este sentido quiero ser bien claro‑ que algunas de las expresiones que hemos escuchado en este recinto están totalmente equivocadas. Por ejemplo,  interpreto que la afirmación de que el hombre público lo es para todo es absolutamente desacertada, pues a mi juicio no puede existir una ética pública y otra privada. La ética es la parte de la filosofía que trata de la moral, y ésta es una sola tanto para la vida  pública como para la privada.


Como aquí se ha señalado, nos están faltando ejemplos de vida. Lo que nos está faltando es recrear los
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valores tradicionales de la humanidad, que son los que en definitiva conforman la moral de los pueblos, los caminos por los que transita la inmensa mayoría del pueblo argentino. Pero he aquí que de un momento para otro, y producto seguramente de malos ejemplos y de desaciertos en la elección de muchos ciudadanos, nos han involucrado absolutamente a todos quienes actuamos en política en esta máquina destructora de una noble actividad. 


Me resisto –y creo que somos muchos‑ a hablar aquí de ética y de honestidad, porque éstos son valores sobre los que no se debe pregonar. Es a lo largo de la vida de cada uno, de su trayectoria, que se va demostrando cómo procede, cómo actúa, qué tipo de modelo de vida ha elegido. Suele ocurrir que los que más hablan de moral o de honradez son los que más dejan que desear. Yo, sinceramente, hasta siento vergüenza de estar tratando aquí este proyecto. Desearía de todo corazón estar en un cuerpo dedicado exclusivamente a tratar los temas para los cuales hemos resultado electos, es decir, para gobernar, para considerar iniciativas que hagan al bienestar y al progreso de nuestra patria, y no proyectos que parecieran servir exclusivamente para que nos atajemos de males en los cuales pretenden involucrarnos a todos.


Somos muchos los que estamos cansados de que hablen despectivamente de los políticos o de los diputados –como escuchamos a diario por cualquier medio de difusión‑ sin tener la más mínima idea de quiénes son los que conforman esta Cámara ni de cuáles son sus ideales ni su trayectoria de vida. Pero más allá de estos conceptos generales, también deseo señalar que el dictamen en consideración adolece de defectos de forma y de fondo cuyo estudio debería profundizarse a efectos de que de ello no resulte un nuevo mecanismo burocrático alejado del fin propuesto en la Constitución reformada. Son muchos los ejemplos que podría señalar; entre ellos, que en un artículo se define la ética pública y en otro se enumeran los actos lesivos o contrarios a la moral. Pero la confusión se genera porque en el mismo dictamen se modifica el Código Penal, tanto en la parte general como en la especial, adecuando delitos existentes al nuevo texto legal. Esta es una mezcla tan desprolija que no quedan claras las conductas consideradas delitos y aquellas que constituyen una falta a la ley que se propicia.


Mucho se ha escrito sobre el vapuleado artículo 12. Incluso señalo que hasta podría  llegar a aceptar que
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los funcionarios y los legisladores deban rendir cuentas en forma permanente, durante el ejercicio de la función, sobre cualquier tipo de modificación o acrecentamiento de su patrimonio. Pero parece francamente un total despropósito tener que ser sometidos a la consideración de todo lo que hemos hecho durante la vida en el marco de la legalidad y la legitimidad, si es que no media algún tipo de denuncia que posibilite recurrir a un juez para hacer los descargos pertinentes.


Además de los aspectos que he venido señalando, podría brindar muchos más, aunque sería repetir varias de las observaciones ya formuladas.


Por estas razones y las que escuchamos hasta ahora, me voy a permitir formular una moción de orden en el sentido de que esta iniciativa retorne a la comisión respectiva, para que se tome en cuenta todo lo que aquí se expuso -que indudablemente va a enriquecer  la norma- a fin de que a lo sumo en un par de semanas se reinicie el tratamiento en el recinto y, una vez efectuadas las correcciones, que no son de forma sino de fondo, y que merecen ser analizadas y reflexionadas, se pueda lograr una ley adecuada a un tema tan delicado como el que estamos tratando. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Pascual).- La Presidencia informa al señor diputado que la moción será votada una vez que se agote la lista de oradores.


Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. OLIMA.-XE "Olima"  Señor presidente: después de haber escuchado numerosas exposiciones, no hay mucho para agregar sobre las observaciones de fondo en cuanto a las imperfecciones que tiene esta norma. De todas maneras, adelantamos la voluntad de votar en forma afirmativa en general, porque consideramos que hay que corregir de alguna manera la falta de ejemplaridad mencionada por distintos señores diputados. 


Efectivamente, somos muchos los legisladores y las personas que estamos en la función pública ocupando distintos cargos, que nos sentimos hartos de que nos pongan en una misma bolsa con aquellos que públicamente son denostados por la sociedad por claros hechos de corrupción.


He señalado que muchas veces el único aliciente que tiene quien cumple honestamente con su deber es que no sea puesto en un pie de igualdad con los que delinquen. Los que tienden a generalizar o a unificar las cosas, en lugar de hacer un bien, están haciendo un mal, pues están logrando que la opinión pública en su conjunto pierda confianza en sus dirigentes.


No dudamos que hay jueces que no cumplen con sus funciones adecuadamente, pero también sabemos que la enorme mayoría de los jueces argentinos se esfuerza trabajando sin recursos para aplicar correctamente la ley.


Tampoco dudamos de que existen muchos funcionarios, en cualquier ámbito, que no cumplen con su deber, pero a la vez sabemos que hay muchos otros que hacen del ejercicio de su función un servicio al país, con sacrificio y vocación por la cosa pública.


Francamente, siento la misma pena que expresó el señor diputado preopinante al tener que estar hoy abocados a dictar una norma que teóricamente nos haga creíbles frente a la opinión pública. Siento pesar y creo que ello
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es responsabilidad de la acción de unos pocos y del aprovechamiento de muchos. 


Los argentinos siempre ponemos las cosas fuera de nosotros. Decimos, por ejemplo: “llegaron los militares”, como si vinieran de Japón; “arribaron los justicialistas”, como si viniesen de Marte, o “llegaron los radicales”, como si provinieran de otro planeta. Los jueces, los diplomáticos y los legisladores son expresiones emergentes de la sociedad argentina en su conjunto. 


La corrupción no es un fenómeno nuevo, aunque tal vez presuntamente esté agravado, y voy a explicar por qué utilizo el término “presuntamente”. ¿Cómo vamos a sentir respeto por valores como la decencia en el ejercicio de la función pública cuando durante muchísimos años en el país no se respetaron los valores más esenciales?  Ni siquiera se respetó la vida humana. 


Creo que en la Argentina debemos producir un profundo cambio cultural, pero ello no se va a realizar con esta única norma. Ese cambio no se concretará mientras no se sancione de modo simultáneo un proyecto que regule la actividad monopólica. Es tan inmoral aquel que se apropia de modo ilegítimo de los bienes del Estado como quien aprovechando una situación parcial y particular se abusa de los consumidores. ¿Acaso no tenemos ejemplos de eso en la Argentina? ¿Acaso no existen ejemplos de quienes falazmente y a conciencia instalan mentiras en la opinión pública? ¿No significa eso faltar a la ética -la ética con mayúscula- y a la ética pública?  Pregunto esto porque se trata de gente que se expresa frente a la opinión pública. 


Somos muchos los que debemos cambiar para que este país cambie. En ese sentido creo que la única ventaja que tiene esta norma es que ya no se podrá reclamar a los hombres que ejercemos la política que demos el ejemplo. Ya hemos venido dando muchos ejemplos, y esto no ha servido para enaltecer la función sino para que, insistiendo en la inconducta de unos pocos delincuentes, se coloque a toda la clase dirigente en un pie de igualdad. 


Debo confesar que el señor diputado Natale planteó una cantidad de interrogantes que me angustian. ¿De quién depende esta comisión de control?  Vamos a dejar al ciudadano en una situación de indefensión, pues ni siquiera tendrá dónde apelar. 


Reconozco el bien intencionado esfuerzo que se ha realizado en esta Cámara para hallar el consenso que permitiera aprobar este proyecto, esencialmente por ese dolor que sienten los decentes y por esa voluntad de expresar a la opinión pública que no todo es lo mismo. Sin embargo, no podemos ignorar las graves fallas que tiene esta iniciativa y que pueden resultar más perjudiciales en el futuro que dejar la situación tal como está. 


Estoy de acuerdo con la moción planteada por el señor diputado preopinante en el sentido de que este proyecto vuelva a comisión. Todos aquellos diputados que teman la reacción que por esta actitud pueda tener la prensa o la opinión pública tienen una solución muy simple: entregar sus declaraciones juradas, con lo cual no podrá haber ataques. Pero no dictemos una legislación que está referida a una coyuntura sino una que regule conductas hacia adelante. Muchas veces durante este período
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parlamentario hemos legislado con urgencia, a sabiendas de que lo estábamos haciendo con sumas imperfecciones, para dar respuesta a la sociedad.


Considero que nuestra obligación es dar respuesta a la sociedad en los grandes temas. ¿Dónde quedó el debate social que se había iniciado y que luego se interrumpió? ¿Dónde quedó el debate sobre los problemas educativos? ¿Dónde están todos esos debates? Como ya la prensa no los exige, no los realizamos.


Creo que los legisladores debemos hacer el esfuerzo y tener el coraje de actuar conscientemente de acuerdo con las necesidades de la gente. La señora diputada Garré  señaló los resultados de una serie de encuestas. Yo le puedo brindar las conclusiones de otras. Por ejemplo, en la provincia de Buenos Aires, distrito al cual pertenezco,  la preocupación de la gente no es la corrupción sino la seguridad; un 68 por ciento de las personas solicita seguridad.


La gente no está preocupada por la corrupción, sino por la falta de empleo, salud y educación. Una vez más, el Parlamento responde a las exigencias sociales, pero posterga las verdaderas necesidades sociales. Considero que de esta manera realmente no cumplimos la función para la que hemos sido electos.


No tengo ningún problema en presentar mi declaración jurada, porque lo vengo haciendo desde hace muchos años ante la Dirección General Impositiva. En cambio, no estoy de acuerdo con que se presione la opinión de los parlamentarios y se legisle de acuerdo con lo que demandan algunos sectores que dicen interpretar  a la opinión pública.


Es necesaria una ley de ética pública que es mucho más abarcativa de la que estamos debatiendo; que no se refieran sólo a las personas que ejercen la función pública sino a todos aquellos que de una u otra manera tengan incidencia en la opinión pública, presten servicios a la opinión pública o vivan de la gente.


No estamos hablando aquí del sueldo. No hacemos referencia a que nuestros sueldos provienen del erario público. En cambio, hablamos de todo lo que sucede en el país.


¿Acaso se cree que fue posible la concentración de la riqueza en veinte grupos económicos sólo por la complacencia de los funcionarios públicos? No es así. Por ello, para que no quede ninguna duda, adelanto que voy a votar en general por la afirmativa, pero antes solicito que la iniciativa vuelva a comisión para que sea tratada en profundidad.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra la señora diputada por Jujuy.

Sra. GUZMAN.-XE "Guzmán" Señor presidente: adelanto mi voto en general por la afirmativa, con disidencias que señalaré oportunamente.


El término “ética pública” me parece que de por sí constituye una expresión errada. No existe una ética pública o privada, pues la moral es una sola. Como la moral no admite gradaciones -en el sentido de que se es un poquito moral o un poquito inmoral-, las personas son morales o inmorales. 


Al tratar este proyecto advertimos que uno de los grandes problemas que tiene la sociedad es la falta de confianza. Ello no ocurre sólo en la sociedad argentina sino que se trata de un problema mundial. Bien dice Francis Fukuyama, en su último libro titulado Confianza, que se ha quebrado en la sociedad la confianza y la expectativa comunitaria, que se basa en el comportamiento honesto. En
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definitiva, la confianza es el mayor capital social que tiene una Nación.


Por eso es que los organismos internacionales ‑las Naciones Unidas, la OEA, la OCDE, el Banco Mundial‑ establecen normas sobre ética y advierten claramente cómo los fondos del Estado, lejos de ir a sus fines específicos, se dilapidan o se quedan en la mitad del camino. Asimismo, advierten claramente que la corrupción es el gran problema de la estabilidad de la democracia. 


Esta ley puede ser buena, pero sinceramente debo reconocer que es insuficiente. Necesitamos de un plexo jurídico. Es un proyecto que sólo mira una mano, un camino: el de los funcionarios, pero no mira el del otro lado, el del que da, el del que tienta.
Parafraseando respetuosamente a sor Juana: el que paga por la peca y el que peca por coimear. Entonces, aquí hay dos caminos, pero falta una ley anticorrupción para las propias empresas.


Con motivo de la conducta corrupta de IBM Internacional en la Argentina tuve oportunidad de conocer el acta de anticorrupción de Estados Unidos. Cuando ese país dicta esa ley, lo hace para defender su prestigio y el de sus empresas en el mundo.


En este contexto en el que todavía no sabemos cómo van a ser designados los jueces, con una Cámara de Senadores que entorpece y “cajonea” el Consejo de la Magistratura, que es un elemento vital para lograr transparencia, advierto que esta ley sigue siendo insuficiente.


Hace quince días se llevó a cabo en el país un seminario sobre organización gerencial. El tema de la corrupción y  el de los mecanismos de la Justicia se tratan conjuntamente porque no se puede atacar la corrupción si no se cuenta con una justicia proba, digna e independiente.


El presidente de Veraz, que es una organización por todos conocida, declaró que cada vez que va al exterior le preguntan sobre el caso IBM; es un leading case.


Mientras estamos luchando en la Justicia para demostrar las responsabilidades de los altos niveles de conducción de las empresas multinacionales, algunos jueces de Cámara, con mucha soltura y poca dignidad, dicen que esto es únicamente un problema local.
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Traigo todo esto a colación porque quiero volver sobre lo que dije al comienzo de mi exposición. Esta ley puede ser necesaria, pero de ninguna manera es suficiente mientras tengamos órganos de supervisión y contralor de las empresas públicas que en realidad no controlan; mientras los usuarios y consumidores estén desprotegidos porque, pese a existir las leyes pertinentes esas empresas no realizan su cometido; mientras tengamos AFJP que estafan y realizan afiliaciones "truchas" -perdonen la vulgaridad del término, pero es así y lo voy a demostrar- utilizando sellos de gobiernos provinciales e  hipotecando el futuro de la gente.


Cabe preguntarnos, ¿es que no hay leyes o es que no hay Justicia? Asevero que en muchos casos existen las leyes, pero no funcionan los organismos de contralor ni la Justicia. De manera que esto tiene que avanzar pari passu para que funcionen los controles.


Estimo que afrontamos un problema serio de confianza. ¿Creemos que vamos a restablecer la confianza en el funcionario público porque haga una declaración de sus bienes? Lamentablemente, manifiesto que con eso no se soluciona la cuestión. Esto lo digo con la autoridad de quien siempre ha presentado su declaración jurada de bienes.


En el año 1973, cuando fui electa diputada, intenté presentar mi declaración jurada de bienes en la Cámara, pero no hubo quién la recibiera. Fue entonces que me trasladé a la Escribanía General de Gobierno, a cargo del escribano Garrido, a quien le presenté mi declaración jurada de bienes y me comentó que en los libros figuraba con el número 51, pero no de ese gobierno en particular, sino de todos. 


Estimo que existe un problema de actitud, que es mucho más importante que el tema de la declaración jurada. Tenemos que recrear la confianza en los funcionarios públicos, que también significa regenerar su honor y también una mística en virtud de la cual aquel cumple su función, una mística que hoy está perdida.


También conviene señalar que existe un problema moral en el país.  Desde hace mucho tiempo se viene aludiendo a la crisis moral desde distintas organizaciones, por ejemplo la Iglesia. 


Sin embargo, la moral de un pueblo no es más que la moral ampliada de los gobernantes, de sus dirigentes, es decir, algo que va desde arriba hacia abajo. Esto se refleja en expresiones populares tales como "y bueno, yo me salvo", o "a río revuelto, ganancia de pescadores"; o aquella más tremenda cuando no se quiere tomar una decisión de "yo, argentino". 


Estamos en lo profundo de la crisis moral. Esta iniciativa podrá ayudar para transparentar, para que algunos se sientan más obligados, pero de esta crisis moral no salimos si no tomamos una decisión todos y cada uno de nosotros en el sentido de terminar con el sistema de complacencias y complicidades, porque a partir de la sanción de esta normativa se puede caer por complicidad, pero no por complacencia. 
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Bien decía el señor diputado preopinante que la riqueza en la Argentina está hoy concentrada en manos de veinte empresas, y que la mayoría de ellas ya no son de capital nacional. No voy a incurrir en xenofobia, pero sí a decir que constituye una inmoralidad que en veinte empresas argentinas esté concentrada la mayoría del producto bruto de nuestro país.


Por otro lado, hemos comprobado que el problema de la pobreza ha alcanzado niveles mayores. Y este sí es un acto de corrupción. No creo que sea punible solamente el hecho de sustraer dinero de los fondos públicos o utilizar influencias para hacer fortunas, sino que también es punible que nuestros gobernantes no hagan lo que deben hacer.


Debemos castigar la ineficiencia y la incapacidad. No es posible seguir en una situación en la cual algunas provincias  ‑como la de Jujuy‑  viven peor que en un sistema feudal, endeudadas en 600 millones de dólares y con una Justicia que acompaña a la corrupción del gobierno. Seguramente que ahí con las declaraciones que presenten los funcionarios tampoco se va a solucionar el problema.


Por eso considero que la futura norma puede llegar a ser una ley más, pero no será la que solucione el problema de restablecer la confianza pública. Para eso necesitamos de otras leyes y, sobre todo, de una concepción muy arraigada en todo lo que represente la función pública. Esa representación requiere de mística, porque no hay una moral pública y una moral privada, sino que la moral es una sola. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor diputado por Santiago del Estero.

Sr. ABALOVICH.-XE "Abalovich" Señor presidente: más allá de las expectativas que ha generado este proyecto de ley, no solamente tengo la satisfacción de haber hecho mi aporte como autor de uno de los proyectos que se han presentado, sino de que esta Cámara de Diputados de la Nación Argentina haya cumplido con el mandato dejado por la Convención Constituyente de 1994 de sancionar la ley de ética pública.


Además, hoy tenemos la posibilidad  ‑como bien lo recoge el derecho comparado‑  de tratar en esta Cámara una ley anticorrupción. Bien se dijo en las diferentes intervenciones que se trata de una demanda de la comunidad internacional. Esa demanda nos toca más de cerca porque los casos más resonantes de corrupción se han dado en Latinoamérica, y algunas estadísticas no dejan a la
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Argentina en una buena situación. 


Creo que es fundamental, o por lo menos algunos así lo consideran, determinar, en razón de que hay diversas posiciones, cuáles son los orígenes de este problema, a efectos de definir las soluciones más adecuadas. 


Algunos consideran que se trata de una herencia cultural, otros más tajantes expresan que se trata de la falta de una formación o de la carencia de patrones morales o éticos. De estos temas también se han ocupado la sociología y la antropología al afirmar que se trata de una cuestión de carácter netamente cultural. En este sentido, los discursos políticos y académicos se elaboraron con la tentación de encontrar un marco de legislación de carácter represivo en el que se tipifiquen figuras y se aumenten las penas en relación con programas de carácter educativo tendientes a  empezar a generar una cultura que determine con precisión cuáles son los alcances de los reclamos y flagelos de este tiempo.


Si bien los aspectos referidos a la cultura, la educación y la represión forman un contexto, muchas veces resultan insuficientes para dar la respuesta adecuada. Los hechos de corrupción los producen los individuos, quienes desarrollan sus acciones tanto en el ámbito de la administración pública como en el de una empresa o una institución social. 


Además, la interrelación entre los individuos y  los organismos se regla por medio de normas que deben ser lo suficientemente adecuadas para cumplir con los objetivos queridos. Podemos encontrar organismos en los que el cumplimiento de las funciones sea absolutamente deficiente. Sin embargo, dichos organismos pueden estar compuestos por funcionarios y empleados de sólida formación moral y elevado desarrollo cultural, que se hallen regidos por una legislación clara para reprimir cualquier tipo de transgresión. Pese a ello, pueden ser absolutamente negligentes en razón de que la norma que regule la actividad de esos organismos no sea la más adecuada. Digo esto en función de algunos discursos que se han expuesto a lo largo de esta prolongada jornada.


Perfeccionar el funcionamiento de las instituciones debe ser un objetivo permanente de esta Cámara. No solamente las motivaciones personales y el cumplimiento del mandato de los constituyentes de 1994 sino también las circunstancias han ido acelerando el tratamiento de este proyecto de ley. Más allá de las disidencias que existen, felizmente se ha tratado de buscar un equilibrio entre las distintas bancadas a efectos de que podamos tener prontamente una reglamentación adecuada en materia de ética pública.


Son muchos los casos que han conmocionado a la opinión pública y hasta han llegado a saturarla. Creo que todos estos temas que se han venido denunciando durante estos últimos años han echado luz sobre dramas de la República y han puesto en serio riesgo la credibilidad
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de la democracia como estilo de vida, con el agravante de que muchas de estas situaciones además han perjudicado al erario en un tiempo de crisis. 


Creo que hoy hay un reclamo del conjunto de la sociedad o, en su defecto, de vastos sectores de la población argentina, que están exigiendo honradez y austeridad a los funcionarios públicos. 


Durante el tratamiento en particular expresaremos muchas inquietudes, que quizá nos convocan al derrotero que forjaron quienes fueron arquetipos de la nacionalidad y nos guiaron a un destino de grandeza que algunos sectores políticos no  comprendieron.


Por eso quiero concluir esta primera exposición citando una histórica polémica de fines del siglo pasado, en la que dos legisladores afirmaban sus convicciones y  sus conductas. Uno de ellos decía que habitaba en una casa de piedra sólida y dura, tales eran sus convicciones; a lo que en aquellas circunstancias Alem -su contrincante- le espetó que él, sin embargo, vivía en una casa de cristal, límpida y trasparente, para que todo el mundo pudiera observar lo que hacía. (Aplausos.)

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. POLINO.- Señor presidente: la posición del bloque Frepaso fue fijada por los señores diputados Viqueira y Garré, con cuyas argumentaciones coincido plenamente. Pero tomé la decisión de hacer uso de la palabra luego de escuchar la intervención de algunos diputados del bloque mayoritario,  y además por ser integrante de la Comisión de Asuntos Constitucionales.


El último párrafo del artículo 36 de la Constitución Nacional, que obliga al Congreso a dictar una ley de ética pública, está íntimamente vinculado con el párrafo anterior, que dice que "Atentará asímismo contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento...".

- Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 1º de la Honorable Cámara, doctor Marcelo Eduardo López Arias.

Sr. POLINO.- Es un verdadero atentado al sistema democrático de gobierno que un funcionario público, valiéndose de las prerrogativas que le da su cargo, se enriquezca, porque eso hace al descreimiento del hombre común en las instituciones de la República, un descreimiento hacia esta noble función del hombre público que está al servicio de sus semejantes y de la sociedad. Por eso es que el constituyente ubicó el tema de la ley de ética pública en el capítulo de defensa del sistema democrático.


Esta norma, que por supuesto es perfectible, porque estoy de acuerdo con muchas de las observaciones aquí formuladas, es un avance respecto de la situación actual. 
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No es lo mismo la corrupción pública que la privada. Muchas veces se realimentan: existen funcionarios públicos corruptos porque en la sociedad hay personas que tienen una posición dominante y seducen o llevan hacia la tentación y la corrupción al hombre de gobierno.


Está bien que sancionemos a quien en la función pública desmerece el alto honor que le han conferido sus conciudadanos, pero debemos ser honestos: sin perjuicio de que este proyecto de ley sea perfeccionado durante el debate en particular, por sí solo no producirá un milagro. Una comisión de ética pública no actuará como dique de contención de toda pretensión o seducción de llevar a cabo actos de corrupción. 


Días pasados, escuché a un gran penalista de nuestro sector, me refiero al doctor Zaffaroni, quien en un reportaje televisivo dijo que pensar que una comisión de ética pública va a solucionar el problema de la corrupción es como creer que un ministerio del amor habrá de resolver los conflictos de las parejas. Esa comisión de ética debe estar acompañada por otros instrumentos vinculados con la transparencia, y entre ellos se halla el pleno funcionamiento de los órganos de control, por ejemplo, la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas.


¿Quién se acuerda hoy de la existencia de este organismo? ¿Se sabe quién es su titular? Ha sido totalmente desnaturalizado este órgano de contralor, que fue un instrumento eficaz para combatir la corrupción cuando a su frente estuvo nuestro ex compañero de bancada doctor Ricardo Molinas, quien prestigió y honró ese cargo.


¿Qué ocurrió con el proyecto de ley sobre creación del Consejo de la Magistratura y con el jurado de enjuiciamiento, que fuera sancionado por esta Cámara luego de un gran esfuerzo del bloque oficialista para consensuar con la oposición, y que en el Senado ha sido frenado? ¿El proyecto de ley en debate tendrá el mismo destino? ¿Esta iniciativa que hoy hemos consensuado será bloqueada mañana en el Senado de la Nación? No lo sabemos.


¿Qué ocurrió con los proyectos de ley sobre  Ministerio Público, financiamiento de los partidos políticos y prohibición de las listas sábanas? Son muchas las modificaciones que debemos llevar a cabo. ¿Qué ha sucedido con los órganos de control de los servicios públicos privatizados, algunos de cuyos titulares en vez de defender el interés y el derecho de los usuarios están al servicio incondicional de las empresas y son cómplices de sus prácticas monopólicas?


El periodista Mariano Grondona escribió el día domingo en el diario “La Nación” una nota muy interesante vinculada con este tema. Me permitiré leer algunos de sus párrafos, que me relevarán de mayores comentarios. 


Dice así: “El principal problema económico de los argentinos no es económico sino moral. Se llama corrupción. En la lista de Transparencia Internacional, la Argentina, que ocupaba no hace mucho un ‘confortable’ vigésimo lugar, ahora es undécima. De seguir así, en pocos años más
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disputaremos la primacía con Nigeria. 


“Es imposible medir con exactitud los montos de la corrupción y de la evasión (que es una forma de corrupción) porque ellos son furtivos. Pero en un país cuyo producto bruto anual ronda  los 300.000 millones de dólares y cuyo presupuesto estatal es de alrededor de 50.000 millones, todas las estimaciones  responsables sitúan a la corrupción-evasión bien arriba de los 20.000 millones anuales. 


“Dotada de un ingreso de unos 8.000 dólares por habitante y por año, la Argentina no es un país pobre.  El escándalo consiste en que no siendo un país pobre, está lleno de pobres.”


La Argentina  produce esta enorme contradicción de ser el clásico país de los excedentes agropecuarios donde millones de argentinos no tienen qué comer, mientras funcionarios públicos se exhiben  con una impudicia obscena con lo que ilegítimamente  se apoderaron en el ejercicio de la función pública. Por eso es que esta ley  es un reclamo de la sociedad y si bien es cierto que algunas encuestas sitúan la seguridad y el empleo como las mayores demandas no podemos desconocer el tema de la corrupción y, lo que es peor aún, el de la impunidad. Estos son reclamos de vastos sectores de la sociedad porque en definitiva la corrupción, la impunidad y la ausencia de un Poder Judicial independiente están íntimamente vinculadas con la calidad de vida de la gente.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Ha  concluido su tiempo, señor diputado.  La Presidencia le solicita que redondee su exposición.

Sr. POLINO.- Ya concluyo, señor presidente. Leeré un único párrafo de ese artículo del doctor Mariano Grondona: “La única manera de invertir el curso descendente de la Argentina en la lista de Transparencia Internacional es que el pueblo, cuando vota, decida premiar a los honestos y castigar a los corruptos.


“Pero hasta ahora, el tema corrupción-evasión  ha marchado generalmente detrás de otros temas económico-sociales, como el desempleo y la pobreza.”


Quiero recordar un antecedente de la norma que hoy vamos a sancionar que tiene carácter obligatorio. Cuando en l993 se convocó a elecciones la fundación Poder Ciudadano  nos llamó a los candidatos a diputados nacionales por la Capital Federal para que hiciéramos una declaración  de nuestro patrimonio y de nuestros ingresos. Dicha declaración luego fue dada a  conocer por la prensa, incluso fue publicada en una separata de la revista de la fundación donde figuraban los candidatos que habían contestado el cuestionario y los que habían sido remisos a hacerlo o se habían opuesto a ello. Es decir que existe
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un antecedente de declaración pública de los bienes, la que fue difundida a todos los argentinos cuando éramos candidatos. Luego, ya elegidos diputados,  presentamos nuestros sobres en esta Cámara, lo que  y sería útil que también hiciéramos  al finalizar el mandato, como lo establece el proyecto de ley, o sea de manera pública.


Para terminar, quiero recordar el pensamiento de ese gran dirigente y diputado socialista, que fue Alfredo Palacios, quien consideraba a la política como la más noble y más desinteresada de las actividades del ser humano.


Ojalá la sociedad se reconcilie pronto con la política y  con los políticos, y que podamos exhibir muchos ejemplos como los que existieron en el pasado. Puedo citar el caso de Elpidio González, quien después de haber sido vicepresidente de la Nación, vendía anilinas y pomadas en la puerta del cementerio; o el de ese gran presidente, doctor Arturo Illia, o los casos de Juan B. Justo, Sánchez Viamonte, Alicia Moreau de Justo y tantos otros grandes argentinos como los que aquí se nombraron: Lisandro de la Torre,  Hipólito Yrigoyen y  tantos otros. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. GORINI.- Señor presidente: sólo anticipo mi voto favorable, tanto en general como en particular, para este proyecto por considerarlo justo y necesario. 


La sanción de esta ley dará al Congreso la necesaria autoridad moral para avanzar en una legislación que lleve transparencia a la información, para que como hoy aquí se propuso se puedan encontrar los elementos para combatir la evasión fiscal, que es del orden de los 40 mil millones de pesos. Asimismo, para combatir la fuga de capitales, es decir, del esfuerzo del trabajo argentino, estimada en 90 mil millones de pesos. 


Por otra parte, transparentar los patrimonios en otras áreas sociales servirá para conocer la creciente monopolización de la economía y, en especial, de las comunicaciones a través de los llamados multimedios, permitida por una legislación que al mismo tiempo prohíbe que las cooperativas puedan acceder a operar medios de radiodifusión.


Ustedes conocen los decretos presidenciales del año pasado: mientras uno restableció el derecho de las cooperativas a la comunicación, otro dictado a los quince días  por el mismo presidente  lo anuló.


Con esta legislación que proponemos avanzamos en la transparencia para conocer dónde están concentrados los patrimonios, es decir, para poner en evidencia que el producto del trabajo social es apropiado cada vez más por menos individuos. La transparencia que pretendemos pondrá en evidencia que la explotación capitalista muestra que el trabajo social se queda cada vez más en menos manos en nuestro país. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Córdoba.

Sr. TRETTEL MEYER.- Señor presidente: en primer lugar quiero expresar mi reconocimiento y  satisfacción por el trabajo y el consenso logrado por los integrantes de las comisiones, que posibilitó el tratamiento de este proyecto de ley de ética pública que regirá  el ejercicio de la función pública.


Deseo formular algunas reflexiones. Se hace necesario señalar que la Nación presenta un escenario preocupante, donde se combinan la inseguridad jurídica con un alto grado de corrupción y un elemento letal que es la impunidad. 


Estos componentes se presentan por igual tanto en la actividad pública como en la privada. Claro está que en la primera se agudiza el problema, ya que lo público afecta a todo el tejido social sin excepción  y pervierte el fin del Estado mismo.


Creo que se ha avanzado en el cumplimiento del mandato constitucional. Se me ocurre reflexionar que
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hemos avanzado sobre los efectos pero no hemos profundizado de modo suficiente en las causas. En mi opinión, más que una reforma al Código Penal -necesaria por cierto- se requiere ahondar el análisis de las causas que afectan la ética en el ejercicio de la función pública en el Estado.


Creo que la corrupción tiene una dimensión ético-política. En este sentido, estoy persuadido de que la inseguridad jurídica, la corrupción y la impunidad tornan necesario considerar algunos aspectos que no pasan solamente por el enriquecimiento ilícito de los funcionarios. 


Al respecto, deseo formular algunas reflexiones que en realidad son anhelos para el futuro. En primer lugar, se ha generalizado una permanente confusión entre el erario y el pecunio privado, lo que constituye uno de los más graves problemas éticos de la República. Es decir, el gobierno no distingue entre el erario y lo suyo, utilizando uno como si fuera el otro: no hay rendición de cuentas. 


La segunda reflexión que deseo realizar se refiere a la permanente confusión entre el gobierno y el Estado por un lado y el partido o el movimiento por el otro, o sea, el manejo del Estado por medio del gobierno con fines propios del partido, equiparando ambas instituciones. Además, la mayoría de las veces se persiguen fines electorales para preservar el poder. 


La tercera reflexión se vincula con la falta de ética original, el incumplimiento de las promesas o plataformas electorales. Me refiero al engaño o a la mala información que se brinda en las ofertas electorales que luego no se cumplen cuando se accede al poder, lo que motiva una falta de credibilidad en el gobernante, y lo que es más grave aún, en el sistema de gobierno. 


Anoto en cuarto término el apartamiento de la austeridad republicana de los sectores dirigentes, en particular y dolorosamente de los gobernantes que a veces ostentan un modo de vida no acorde con la jerarquía institucional que les toca ocupar.


Soy optimista respecto de que la situación mejore o se enmiende con la existencia de un nuevo instituto de control. Sin embargo, hoy las instituciones de la República están bajo sospecha. Existen órganos de control pero no se halla  a los responsables; es más, se otorga impunidad. Se puede decir que el controlante no es diferente del controlado: está promiscuamente complicado con el controlado. 


Me pregunto cómo se puede revertir esta situación. Nos hemos referido a quienes tienen a su cargo la responsabilidad de la atención de la res pública. Pero prestemos por un momento atención a la sociedad, es decir, a la otra cara de la moneda.
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 ¿Qué piensa la sociedad? Recordemos lo que expresó con lucidez Juan Pablo II en la Encíclica Veritatis Splendor: “Una democracia sin valores y sin virtudes se convierte con facilidad en un totalitarismo visible o encubierto, como lo demuestra la historia.”


No obstante que el tema que nos ocupa es la conducta de los agentes públicos, sería ingenuo desconocer causas profundas. Tal vez un razonable pesimismo me hace pensar que la raíz profunda del problema no está en las leyes, sino en los hombres.


Para que nuestro sistema republicano funcione como tal es indispensable, por una parte, un nivel de capacitación moral y cívica y, por otro lado, un testimonio ético  de los dirigentes.


Decía Montesquieu que el resorte de la República es la virtud. Entre nosotros podemos citar a Esteban Echeverría y su “Ideario de la Moralidad Pública”, al igual que a José Manuel Estrada, para quien la moral aplicada a la sociedad engendra la democracia.


Con estas reflexiones quiero proyectarme hacia el futuro y avanzar hacia un verdadero código de ética de la función pública, que comprenda las funciones  del Estado que componen el poder mismo. 

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Córdoba.

Sr. NEDER.- Señor presidente: se dijo alguna vez que en el mundo se han dictado más de cuarenta millones de leyes para hacer cumplir los Diez Mandamientos. 


Estamos a punto de votar una iniciativa necesaria y  útil para atender a uno de aquellos Mandamientos, que señala: no robarás. Es importante que coincidamos no sólo en tomar la temperatura social de la política, sino también analizar de qué manera podemos -desde la humildad de nuestras responsabilidades- ejercitar -quizás, paradójicamente, desde el silencio- el sereno ejemplo de las conductas. 


Naturalmente el hombre, por su propia condición, tiene conductas heterogéneas, polémicas, entusiastas y,  a veces,  bélicas, pero en la pasión del hombre está el fundamento esencial de una manera de vivir.


En buena hora que la democracia argentina, que todos integramos, aun en sus errores más serios, pueda avanzar hacia un camino de coincidencias y que, respetando el necesario pluralismo, pueda alumbrar legislaciones que no son -debe decirse- de defensa propia o  corporativa
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o de atención a situaciones electorales de un oportunismo imprudente, sino que obedecen a la necesidad de ir articulando un tejido legal que brinde, no protección, sino seguridad en el derecho vinculado con las responsabilidades que a todos y a cada uno de nosotros toca ejercer.


Si apeláramos a la memoria de los asaltos militares en lo que va del siglo seguramente encontraríamos un cúmulo de terribles denuncias, desde el de 1930 hasta el último.


¡Qué no se dijo en su momento del gobierno que se derrocaba! ¡Qué no se dijo de los presidentes que fueron derrocados! ¡Qué no se dijo de esos hombres que vieron expuestas a la vindicta pública las acusaciones tremendas que quizás –obviamente‑ en algunos casos se correspondían con ciertas realidades!


Pero en la memoria del pueblo argentino, esa memoria a veces díscola, seguramente quedan aquellos hombres que aunque parezca antiguo pronunciarlo en tiempos de pragmatismo suenan a ejemplos silenciosos de la conducta política, cívica y moral.


Pertenezco –y lo digo respetuosamente‑ a un partido que en sus bases filosóficas se constituyó con un tejido de ideas morales muy profundas.


Desde el kantismo de Alem al krausismo de Yrigoyen obviamente tenemos un sustento filosófico, como lo tienen otras fuerzas políticas para defender con firmeza sus respectivos ideales y por qué no también sus utopías.


Entonces, se hace posible otra vez, en la celeridad del debate, recorrer con la memoria los nombres ejemplos que quizás para muchos de nosotros tienen permanencia y para otros –porque la vida política velozmente se renueva cada minuto‑ pueden sonar lejanos, folclóricos y atrevidamente cadavéricos.


Recuerdo otras épocas, cuando hablábamos del pundonor militar. En ese sentido, no hubo soldado más pundonoroso que San Martín, que algo tuvo que ver con la historia de la libertad americana, del desprendimiento, de la humildad, de la modestia, de las condiciones que verdaderamente hacen a un hombre de bien. Me estoy refiriendo a José de San Martín, libertador de tres pueblos de América.


¿Cómo no recordar en este rapidísimo paisaje de la memoria, quizás en otro plano, a algunos hombres de este siglo que ya han muerto? ¿Cómo no recordar a Federico Leloir, ejemplo no sólo de ciencia, sino también de vida? 


Y naturalmente, ¿cómo podemos olvidar a Ramón Carrillo, ese gigantesco ministro de Salud Pública que tuvo la Argentina? ¿Cómo no recordar a ese otro ministro de Salud Pública que tuvo que vender el auto para poder vivir porque no le alcanzaba el dinero por haberse opuesto a la ley de medicamentos, llamado Arturo Oñativia? 


En este paisaje desfila el vendedor de anilina, el casi monje laico que fue Elpidio González, de mi barrio, de la seccional décima de la provincia de Córdoba, vicepresidente de la República.


¿Cómo olvidarnos de ese otro gigante conservador, el Tito Aguirre Cámara, que hizo presente su voz, su idea, su opinión, su conducta en este recinto? Siendo secretario de Hacienda del gobierno conservador de mi provincia tuvo en sus manos unas boletas por falta de pago de impuestos de un señor llamado Lisandro de la Torre. Este Congreso de la Nación Argentina vio cómo se tronchaba la vida de Enzo Bordabehere ante el balazo asesino que quiso terminar con Lisandro de la Torre, paradigma moral de la Nación. Aguirre Cámara tenía las boletas impagas, porque no tenía plata para abonar este solitario de Pinas llamado Lisandro de la Torre. Y no usó las boletas como extorsión política sino
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que le ahorró a Lisandro de la Torre un nuevo dolor moral que lamentablemente en otro momento lo llevó a quitarse la vida.


Estas son las cosas que debemos decir y no sólo nuestras pequeñas discrepancias, nuestro trote corto, cuando hablamos de la moral política y la ética pública.


Como dijo una señora diputada, no habrá legislación que pueda contener lo que quiera desatarse.


¿Cómo no recordar a Lisandro de la Torre, a  Arturo Illia, a Amadeo Sabattini, a alfredo Palacios, a Nicolás Repetto, a Alicia Moreau de Justo, a Luciano Molinas, a Conrado Sadi Massüe, a aquel presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que fue el doctor Alfredo Orgaz, a mi querido amigo Atilio López, dirigente gremial asesinado, a Agustín Tosco, a José Ignacio Rucci, a Arturo Frondizi, ex presidente de la República, y también a un hombre que silenciosamente en los últimos años de su vida ocupó una banca en este recinto, cirujano de Banfield, el doctor Oscar Alende? ¿Cómo no recordar a quien en mi provincia atacábamos y criticábamos hasta que un día enfermó...

UN SEÑOR DIPUTADO.- Angeloz.

Sr. NEDER.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Ya le voy a contestar sobre Angeloz a quien lo dijo y pido que se identifique para saber a quién le respondo. 


¿Cómo no recordar a ese hombre que en pijama, con el sobretodo, la chalina y su mujer acompañándolo concurrió a un palco de esta Cámara para ver cómo lo degollaban sus amigos? Se llamaba Arturo Orlando Zanichelli.

UN SEÑOR DIPUTADO.- Angeloz.

Sr. NEDER.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Ya le voy a contestar cuando sepa quién está preguntando. Si quieren podemos comenzar a citar todos los nombres que sean necesarios.

Sr. SAGGESSE.- Tengan el coraje de ponerse de pie y decir "yo pronuncié ese nombre", porque los que estamos en silencio podemos dar muchos otros apellidos. 

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Ruego a los señores diputados que no dialoguen.

Sr. PASCUAL.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Hay un cobarde que no es capaz de decir a qué se refiere.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Se está desarrollando una sesión ordenada y tranquila. Ruego a los señores diputados mantener el orden.

Sr. NEDER.- Así como empecé mi exposición citando a un hombre de ciencia como Luis Federico Leloir, quizá deba mencionar a monseñor De Andrea.

Sr. PASCUAL.- También podemos hablar de López Rega.

-Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Ruego a los señores diputados guardar silencio y escuchar al orador.

Sr. NEDER.- Concluyo mi exposición citando ejemplos de gente que en otro ámbito sufrió los riesgos de la vida política por la calumnia, la difamación o el extrañamiento.


Quiero rendir mi homenaje en materia de ética pública a la señora Fanny Navarro y a Francisco Petrone. Seguramente cuando se establezca el diálogo de corazón y nos miremos entre peronistas, radicales, conservadores, socialistas, demoprogresistas, democristianos, comunistas, nos entendamos de corazón a corazón porque sabemos qué estamos recordando.


Recordar significa volver al corazón, a despecho de los intolerantes, de los maliciosos y de los que recurren al enfrentamiento, porque es el único medio de cultivo en el cual progresan o consiguen un sitio transitorio en la vida del país, ya que no les interesa que nos pongamos de acuerdo para sancionar una ley que le hace bien al país, al pueblo argentino y a los hombres de la vida política.

-Ocupa la Presidencia el señor presidente de la Honorable Cámara, don Alberto Reinaldo Pierri.

Sr. NEDER.- Que se queden atrás aquellos que usan la ironía de trasnoche. Yo me quedo con el corazón de los peronistas que conozco, de los conservadores que conozco, de los comunistas  y socialistas que conozco, con el corazón radical y con el de los que integran los partidos provinciales. En definitiva, me quedo con el corazón del 
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pueblo y voto a favor de este proyecto de ley. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. FAYAD.- Señor presidente: estamos tratando un proyecto de ley por imposición del artículo 36 de la Constitución Nacional y también por lo prescripto en los artículos 7° y 9° de la Convención Interamericana de lucha contra la corrupción.


Evidentemente, se impone la sanción de este proyecto de ley. Comparto plenamente las exposiciones y también las observaciones efectuadas por quienes me precedieron en el uso de la palabra, especialmente los señores diputados Polino, Natale y Garay.


Seguramente en este mismo país pero en otro momento no hubiera sido necesario sancionar un proyecto de ley como éste. Sin duda que en estos momentos en los cuales el ejercicio de la función pública y de la política se ejercen con mucho maquillaje y mucha apariencia, debemos atender un requerimiento que no sería necesario en otro momento.


En estos tiempos se señala como virtuoso a quien maneja con acierto la cosa pública, cuando en realidad es una obligación ser honrado. Eso que se exhibe como una virtud, en realidad es una obligación para todos quienes ejercen una representación, especialmente cuando se trata de una representación popular.


Debería alcanzar con la declaración jurada que cada uno de los funcionarios públicos debemos realizar ante los organismos tributarios. Tendría que ser suficiente con que esa declaración reservada y secreta se hiciera pública. Sin embargo, la gente espera ver a alguien preso por actos de abuso en el ejercicio de la función pública, y que sea castigado como corresponde en una democracia transparente como la que aspiramos tener.


A pesar de que coincido con muchas de las observaciones planteadas, tengo que formular alguna más. El señor diputado Polino ha dicho que este proyecto de ley es perfectible, cosa que comparto. Pero de sancionarse tal como está redactado, vamos a consagrar la impunidad.


Quienes participaron en la redacción final de este despacho, evidentemente no tuvieron en cuenta algunos aspectos constitucionales que voy a comentar a continuación. Cuando hablo de que se va a consagrar la impunidad es porque vamos a estar definiendo dos calidades de funcionarios públicos y dos tipos distintos. Uno de ellos para los funcionarios públicos descriptos en el artículo 5° del presente proyecto. Estos van a ser punibles, especialmente si tomamos en cuenta lo expresado en los artículos 40 y 41 del presente proyecto, que
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incorporan los artículos 268 (3) y 268 (4) al Código Penal. Digo esto porque los otros funcionarios públicos ‑como los gobernadores, vicegobernadores, intendentes, concejales, miembros de directorios de bancos estatales o mixtos, miembros de directorios de empresas provinciales, miembros de entidades autárquicas provinciales- quedan en absoluta impunidad ante la comisión de algunos de estos delitos penales que estamos describiendo.


Vayamos ahora al aspecto constitucional. Voy a pedir especialmente que durante el tratamiento en particular de esta iniciativa este honorable cuerpo modifique la redacción, porque de lo contrario estaremos estableciendo la impunidad para un sinnúmero de funcionarios, y si la ley penal fuese retroactiva, esta medida alcanzaría al prófugo ex concejal Pico.


El artículo 121 de la Constitución Nacional reserva para las provincias las facultades no delegadas al gobierno federal, mientras que el inciso 12 del artículo 75 indica como facultad expresamente delegada al Congreso de la Nación la de dictar la legislación penal. Si nosotros sancionáramos este proyecto como se plantea aquí, especialmente en estos artículos, –hago esta reflexión compartiendo las opiniones vertidas por algunos legisladores, aunque todavía no he escuchado que se observara este indeseado error- estaríamos condenando a algunos funcionarios públicos y no a otros. Esto me llama poderosamente la atención e inclusive tengo algunas discrepancias con los miembros de mi bloque que sólidamente sostienen otra doctrina. 


En el artículo 50 estamos invitando a las provincias y al gobierno autónomo de la ciudad de Buenos Aires para que dicten normas sobre regímenes de declaraciones juradas, obsequios e incompatibilidades vinculadas con la ética de la función pública. Cualquier gobernador, vicegobernador, legislador provincial, intendente y, en definitiva, cualquier funcionario público provincial, no será punible en los términos de los artículos 40 y 41. 


Si bien en este recinto hemos alzado la voz cada vez que se ha vulnerado el federalismo, en este caso consideramos que  se trata de  una facultad delegada al Congreso Nacional la  de dictar leyes de contenido penal como lo son de manera específica los artículos que he indicado. 


Por lo tanto, solicito que la comisión y la Cámara en su conjunto analicen el aspecto constitucional que acabo de señalar y que por otro lado no es menor, porque si mantenemos esta redacción estaremos consagrando la impunidad, a pesar de que el espíritu de este cuerpo no va en esa dirección.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Se va a votar la moción de orden de vuelta a comisión formulada por el señor diputado Fernández.

- Resulta negativa.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Queda rechazada la moción.


Se va a votar el dictamen en general. 

- Resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).-  En consideración en particular el artículo 1°.


Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. ARIAS.- Señor presidente: deseo indicar una inserción tanto en la denominación de la norma como en su articulado. Concretamente solicito, luego de la expresión “ética pública” la incorporación del término “gubernamental”. En
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consecuencia, el título sería "Etica Pública Gubernamental"; y en el artículo 1° habría que agregar la palabra "gubernamental" después de "Se entiende por ética pública". 


La razón de ser de esta propuesta se fundamenta en las profundas transformaciones que vive la sociedad contemporánea, producto del impacto de la revolución tecnológica científica más importante y más acelerada de la humanidad. Todo esto ha significado la modificación de hábitos de vida y de formas de organización. Por lo tanto, el concepto de lo público no se puede restringir como en la sociedad de los siglos XVIII y XIX, o primera mitad de este siglo, sólo a lo político y a lo estatal. Actualmente tiene un contenido totalmente distinto y manifestaciones que trascienden los ámbitos señalados.


Lo público ya no abarca sólo la actividad estatal o directamente ligada a actores políticos, sino que también comprende al conjunto de los actores capaces de influir en la organización del sentido colectivo y en las bases culturales y políticas de los desempeños ciudadanos. 


Por otra parte, en estos últimos 40 años los medios electrónicos de comunicación se han apropiado de la escena pública y se han convertido en los principales forjadores del imaginario colectivo.


Frente a este cuadro, frente a esta realidad, debemos disociar y diferenciar; aceptar el término de lo público como género. Hablamos de una ética pública en sentido genérico y, por otra parte, entendemos que habría dos aspectos de esta ética pública: la gubernamental y la social o civil. 


En este proyecto de ley se trata específicamente todo lo vinculado a la ética pública gubernamental, quedando un vacío legal para ser desarrollado en un futuro inmediato que contemple la necesidad de contar con normas adecuadas para que también el quehacer que se cumple en la sociedad civil tenga la trasparencia que estamos reclamando del quehacer gubernamental. Si no lo hacemos así estaremos contemplando solamente una de las caras de la corrupción. No puede haber corrupción si no hay un corruptor y un corrupto; y esto no es simplemente un desarrollo conceptual. Nuestra propuesta está avalada incluso por el propio derecho comparado.


En este sentido, en Francia, la ley 93, de enero de 1993, establece expresamente que su ámbito de aplicación comprende la prevención de la corrupción y la trasparencia de la vida económica y de los procedimientos públicos. Pero además de esta referencia legislativa están los
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pronunciamientos de la Secretaría de las Naciones Unidas, sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, que en el punto 77 del documento emitido en el VIII Congreso celebrado en La Habana entre los meses de agosto y septiembre de 1990, específicamente toma en consideración las ideas que hemos enunciado. Por razones de brevedad no procederé a su lectura. 


También la propia experiencia de los argentinos obliga a que en el tratamiento de esta temática tengamos amplitud de criterio para contemplar, como decía hace instantes, las dos caras de la moneda. 


A raíz de la lucha que inició el gobierno justicialista a partir de 1989, posibilitamos la desactivación de todas las formas estructurales de corrupción. Así, eliminamos los cupos, las prohibiciones de importar, los controles y regulaciones de precios. Los economistas presentes recordarán la perversa práctica del Banco Central mediante la denominada “Cuenta de Regulación Monetaria”, que significó un perjuicio del orden de los cien mil millones de pesos –a un promedio anual de diez mil millones de pesos‑ que se transfirieron como consecuencia de mecanismos perfectamente estructurados, encaminados en forma precisa a la estafa y la corrupción en la sociedad argentina en beneficio de la llamada “patria financiera”.


Hubo otro mecanismo que constituyó un verdadero flagelo para la sociedad: la hiperinflación, que generó la mayor de las corrupciones pues posibilitó el desarrollo de la conocida “patria contratista”, es decir, el reconocimiento de los mayores costos de las obras públicas. 


Se trataba de formas de succionar la riqueza de los argentinos en beneficio de determinados sectores privilegiados y en perjuicio del conjunto de nuestra sociedad. El mérito de haber concluido con esas formas de corrupción estructural corresponde precisamente a este gobierno, que al respecto adoptó medidas que contaron con la colaboración de este Congreso, mediante las leyes de reforma del Estado, de convertibilidad y de todas aquellas que posibilitaron nuestra transformación. 


En razón de las circunstancias que he expuesto formulo este pedido de modificación del título de la ley  y de su artículo 1°, para posibilitar que este Congreso siga cumpliendo con su responsabilidad de fortalecer el Estado y fundamentalmente con su tarea de control sobre toda la actividad económica que desarrolla el pueblo argentino.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: la comisión acepta las modificaciones propuestas.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Señor diputado Arias: el señor diputado Polino le solicita que lea nuevamente el texto de las modificaciones propuestas. 

Sr. ARIAS.- Señor presidente: sin perjuicio de que ya lo he leído en dos oportunidades, volveré a hacerlo. He propuesto que el título de la ley sea el siguiente: “Etica pública gubernamental”, y que en consecuencia el artículo 1° comience su redacción así: “Se entiende por ética pública gubernamental, el conjunto de normas...” 
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Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. CRUCHAGA.-XE "Cruchaga" Señor presidente: adelanto la posición negativa del bloque de la Unión Cívica Radical y dado lo avanzado de la hora seré muy breve en los fundamentos.


En primer lugar, el que ordena que el Congreso de la Nación debe dictar la ley de ética pública, a secas, es el artículo 36 de la Constitución Nacional.  Donde la Constitución no distingue, nosotros no debemos hacerlo.


En cuanto  a la arquitectura de la ley de ética pública, está construida precisamente por el alcance que marcan la Constitución y la Convención Interamericana Contra la Corrupción; en consecuencia, es de carácter amplio.


La denominación que propone el señor diputado Arias es restrictiva; es más, el acto gubernamental –de acuerdo con los autores de derecho administrativo de nuestro país- es  precisamente limitante del concepto de ética pública. Está reduciendo el alcance de la ley para determinados actos de gobierno o para los funcionarios que los dictan.


En consecuencia, me parece extemporánea la propuesta formulada por lo avanzado de las conversaciones del cuerpo que tuvo a su cargo  la redacción de la norma. La incorporación es trascendente porque apunta nada más y nada menos que a los sujetos a los que alcanza el proyecto de ley y a los actos que de ellos emanan, razón por la cual adelanto que el bloque de la Unión Cívica Radical se va a oponer a la incorporación que propone el señor diputado Arias.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por Córdoba.

Sr. VIQUEIRA.- Señor presidente: realmente nos ha sorprendido la actitud del presidente de la Comisión de Asuntos  Constitucionales porque precisamente en la reunión de hoy se hizo esta propuesta, que fue profundamente discutida, y luego se retiró. 


No reiteraré los argumentos que compartimos con el señor diputado Cruchaga pero quisiera  agregar que la última parte del artículo 36 de la Constitución establece con precisión su alcance al decir lo siguiente: “El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función.” Es prácticamente una copia textual de lo que establece el proyecto en consideración. Pero por otra parte, como dijo el señor diputado Cruchaga, efectivamente también va a tener una incidencia sobre quiénes son los sujetos comprendidos en la ley, porque entre  los que establece el proyecto se encuentran, por ejemplo, los rectores de las universidades nacionales. Las universidades son autónomas, no parte del gobierno, de tal forma que sería una manera de estar excluyendo a algunos de los sujetos expresamente comprendidos en la ley.


Por lo expuesto, entiendo que no existen fundamentos para aceptar esta modificación, la que por otra parte –reitero- fue tratada y rechazada  por la Comisión de Asuntos Constitucionales en la reunión  celebrada esta mañana.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por Córdoba.

Sr. TRETTEL MEYER.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente:  quisiera referirme al artículo 1° pero observo que aún no hemos salido del título de la ley.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Está en consideración el artículo 1°.
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Sr. TRETTEL MEYER.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: deseo referirme al inciso a) del artículo 1°.

Sr. DUMON.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con la venia de la Presidencia?

Sr. TRETTEL MEYER.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Sí, señor diputado.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Para una interrupción tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. DUMON.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: deseo formular una pregunta al señor diputado Arias, quien ha hecho este agregado. Quiero saber si considera que los jueces son parte del gobierno.

Sr. CAMAÑO.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. En la época de Armendáriz sí, ahora no.


- Varios señores diputados hablan a la vez
Sr. ARIAS.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: he comprendido las palabras del señor diputado; lo que se trata de determinar es el sentido de las mismas, es decir hacia dónde apuntan. Indudablemente creo que la pregunta encierra una respuesta tan obvia que no tengo dudas de que esconde una intencionalidad que no ha emergido a la superficie con toda claridad. (Aplausos.) 
Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Córdoba.

Sr. TRETTEL MEYER.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: deseo hacer una observación con respecto al inciso a) del artículo 1°, que habla de cumplir y hacer cumplir estrictamente la Constitución Nacional y el sistema democrático de gobierno. Creo que se ha puesto el acento en forma equivocada en el sistema democrático, y en realidad primero está el orden institucional. Pienso que esto es fundamental, ya que el orden institucional es el consagrado por el artículo 1° de la Constitución, que establece como forma de gobierno el representativo, republicano y federal.


De manera que estimo que el término democrático puede resultar limitativo del sistema de gobierno consagrado en el artículo 1° de la Constitución y ratificado por la reforma de 1994.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. DOMINGUEZ.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: al analizar la propuesta del señor diputado Arias en el sentido de cambiar el nombre de la ley por el de ética pública gubernamental -con el agregado de la definición de ética pública gubernamental​- este artículo 1° entrará en contradicción con el artículo 2°, al que obviamente debo referirme porque en su primer párrafo define como función pública a una serie de actividades y aquéllas que están al servicio del Estado.


Esta es justamente la contradicción porque el gobierno no tiene nada que ver con actividades como por ejemplo la de los contratistas del Estado. Desde este punto de vista se incurre en la contradicción  que señalamos.

Sr. ALVAREZ ECHAGUE.- ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con la venia de la Presidencia?

Sr. DOMINGUEZ.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Sí, señor diputado.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Para una interrupción tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. ALVAREZ ECHAGUE.- Señor presidente: creo que esta discusión sobre el artículo 1° nos remite en cierta medida a la discusión en general. Escuchando la propuesta del señor diputado Arias, advertimos que apunta casualmente al concepto vertido por el señor diputado Cruchaga. 

T.65

Debemos cumplir con el mandato del artículo 36 de nuestra Constitución Nacional, que dice que el Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función, y tal como lo ha señalado el señor diputado Cruchaga, es en el sentido más amplio. 


Esta norma constituye un triunfo de la sociedad en su conjunto y de esta Cámara de Diputados, que se debería imitar en el Senado para dar sanción inmediata al proyecto de ley sobre creación del Consejo de la Magistratura, respecto del cual este cuerpo ya se pronunció. 


Existe una preocupación por lo institucional, y es necesario entender que debemos considerar la cláusula ética para el ejercicio de la función en su sentido más amplio, tal como lo mencionó el señor diputado Cruchaga. 


Esta  norma es el principio de un camino que culminará con el código ético, que comprenderá las actitudes y conductas del conjunto de la sociedad y no solamente de quienes estamos en la función pública. Algunos países tardaron quince años en tener un código de ética, y es necesario que en lugar de criticar a la prensa porque nos  “aprieta”, entendamos que es la sociedad la que nos está reclamando. Comencemos con esto, el principio del código ético, y frente a la transformación reconocida por todos  -nosotros y ustedes-  luego empecemos a pensar en que debemos recrear el gobierno y el Estado. 


Hoy la gente está más preocupada porque el Estado no la apoya y no le da suficiente cobertura ...

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- La Presidencia recuerda al señor diputado por Buenos Aires que sólo le concedió la palabra para una interrupción. 

Sr. ALVAREZ ECHAGÜE.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Ya finalizo mi intervención, señor presidente. 


Entiendo lo que quiere expresar el señor diputado Arias, pero en el marco del concepto de la amplitud vertido por el señor diputado Cruchaga debemos pensar que es necesario recrear el Estado para que controle el mercado y que existan entes reguladores en serio. Asimismo, tenemos que comenzar a pensar que existen servicios públicos que en la actualidad están concesionados y cuyos licenciatarios quizás deberían estar incluidos en esta norma. 

Sr. PRESIDENTE (Pierri).-  Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. DOMINGUEZ.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: estoy en un todo de acuerdo con los principios enunciados por el señor diputado Alvarez Echagüe. Me parece que justamente por lo que acaba de expresar no sería aconsejable introducir un concepto restrictivo y dejar esto como ética pública en el más amplio sentido de la palabra, según lo expuesto por el señor diputado Cruchaga. Ese era el sentido de mi intervencion original. 

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.
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Sr. POLINO.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: en coincidencia con lo

expresado por los señores diputados Cruchaga y Alvarez Echague, señalo que si se adoptara el temperamento del señor diputado Arias, quedarían excluidos de la enumeración establecida en el artículo 5°, por ejemplo, el personal en actividad de las fuerzas armadas, de la Policía Federal Argentina, de la Gendarmería Nacional, de la Prefectura Naval Argentina y del Servicio Penitenciario Federal, con jerarquía no menor de coronel o equivalente, porque todos sabemos que los miembros de las fuerzas armadas cumplen órdenes de su comandante en jefe, que es el presidente de la República. Como no gobiernan ni tienen autonomía gubernamental, los estaríamos excluyendo del inciso g) del artículo 5°, al introducir la palabra gubernamental, que es sumamente restrctiva.


Además, como ha señalado el señor diputado Viqueira, quedarían excluidos los rectores, los decanos y los secretarios de las universidades nacionales.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. DUMON.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: quiero aclarar el significado de mi pregunta al señor diputado Arias, quien me ha querido imputar un doble sentido. Seguramente el señor diputado Arias está acostumbrado a manejarse con gente que utiliza el doble sentido, pero ya debería saber por los años que me conoce que yo no hago preguntas con doble sentido.


Mi inquietud surge porque el término que él propone genera  una dificultad interpretativa, como acaba de señalar el señor diputado Polino. Para despejar dudas y sospechas, tal como ha explicado con meridiana claridad el señor diputado Alvarez Echague, es mejor no agregar adjetivos que puedan traer interpretaciones erróneas.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. FAYAD.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: coincido con las objeciones formuladas y no encuentro la necesidad de complicar la cuestión, cuando la Constitución  nos impone con claridad la sanción de una ley de ética pública, sin introducir ningún aditamento.

Sr. SORIA (C.E.).- ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con la venia de la Presidencia?

Sr. FAYAD.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Sí, señor diputado.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: en función de las explicaciones que han dado los señores diputados Alvarez Echague y Domínguez, junto con la interpretación del señor diputado Cruchaga, considero que en el futuro sus expresiones serán tomadas como la interpretación auténtica de esta iniciativa. Por ello solicito al señor diputado Arias, que integra mi propia bancada, que retire su propuesta, a fin de que, como presidente de la comisión, pueda proponer el artículo tal como está redactado.

Sr. FAYAD.- Ante la aclaración del señor diputado Soria, cedería mi uso de la palabra al señor diputado Arias.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).-  La Presidencia es la que dirige la sesión, señor diputado.


Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. FAYAD.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: decía que la pregunta que formuló el señor diputado Cruchaga no es una suspicacia. Por ejemplo, para que no se interprete mal la pregunta, quisiera que el señor diputado Arias respondiera si el defensor del pueblo forma parte del staff gubernamental, según el sentido que le otorgaba el señor diputado Arias. La misma inquietud podría extenderse al auditor general de la Nación.


Por lo tanto, creo que nos debemos ajustar a lo indicado por la Constitución Nacional, lo que lleva a hablar en el Capítulo I de ética pública, sin ningún aditamento.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).-Tiene la palabra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. NATALE.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: la pregunta de estricto sentido jurídico que formuló el señor diputado Dumón y que quedó sin respuesta ante la presunción de que pudiera
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contener alguna suspicacia, me parece que merece alguna contestación a efectos de la perfecta exégesis interpretativa de esta norma.


No tenga dudas, señor diputado Dumón: este país está lleno de jueces que son gubernamentales.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).-  Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. STUBRIN.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: por su intermedio quisiera pedir en tono cordial al señor diputado Arias, a quien respeto mucho porque además ha conseguido amplio consenso para todas sus proposiciones, que retire  su propuesta de modificación del título de la ley que estamos tratando en conjunto con el artículo 1°.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).-  Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. ARIAS.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: me sorprende que legisladores con la versación de los diputados Polino y Dumón hagan las preguntas que formularon y saquen las conclusiones que expusieron.


No tengo ninguna duda de que conocen en profundidad el derecho comparado, y quienes lo manejan tienen que saber que la norma que fue tomada como uno de los puntos de referencia en la redacción de este proyecto es la ley de Estados Unidos, con toda la amplitud que se marcaba, tanto en su versión original de 1978 como con las modificaciones de 1994. En el título y en el desarrollo normativo se utiliza el término ética gubernamental.


Debo reiterar que me sorprenden el pedido de aclaración y las observaciones formuladas, porque bajo ningún punto de vista puedo aceptar el desconocimiento de normas que indudablemente tienen que haber sido leídas y confrontadas para poder participar de este debate y en la redacción de las normas que integran el proyecto que en este momento estamos considerando.


Por otro lado debo destacar que en el foro internacional más prestigioso, que es el de las Naciones Unidas, en los congresos sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente –posiblemente algunos de los diputados de las bancadas opositoras tuvieron oportunidad de participar de ellos‑, la cuestión ha sido tratada y desarrollada.


Con la licencia de la Presidencia me permitiré leer solamente la introducción del tema: “Puesto que gran parte de la corrupción y la desviación de recursos de las economías en desarrollo se centra en la concentración de capital para el desarrollo de fondos de asistencia que penetran en la economía, es necesario tomar precauciones especiales en relación con estos fondos.”


Señores modernos Savonarola, que toman la ética como base de su propia conducta: no pueden sostener que vamos a hacer una ley sobre ética pública contemplando solamente un aspecto del problema e ignorando el otro, quizá el más grave, precisamente por el desarrollo y la preeminencia que tienen en la sociedad moderna la multinacional y la macro empresa.


Lo único que habíamos hecho con el pedido de esta incorporación fue señalar que quedaban aspectos para ser considerados y que debían ser materia de desarrollo en una legislación futura.


Sin embargo, si ustedes interpretan que es mejor dejar todo como está, con las incorporaciones y agregados que sean pertinentes para cubrir los aspectos no contemplados, aquellos que constituyen verdaderos vacíos legislativos, entonces retiro la propuesta que he formulado
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a fin de que el texto quede con su actual alcance en cuanto a las palabras, pero con una comprensión mucho mayor que posibilite que la lucha contra la corrupción se manifieste en su totalidad, tanto en el campo público como en el privado. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Se va a votar el artículo 1° tal como consta en el dictamen en consideración.

-Resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- En consideración el artículo 2°.    


Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. ATANASOF.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: de alguna manera participo del criterio amplio en cuanto a la concepción de este proyecto de ley de ética pública en el sentido planteado por los señores diputados Cruchaga, Alvarez Echagüe y otros legisladores. 


También coincido con las expresiones del señor diputado Arias acerca de la necesidad de librar un verdadero combate para erradicar la corrupción estructural. 


Hemos intercambiado ideas con algunos integrantes de nuestro bloque y llegamos a la conclusión de que se podría incorporar un agregado a este artículo que amplíe el objeto que se persigue. 


Desde hace algunos años un importante grupo de empresas ha sustituido al Estado en la prestación de distintos servicios públicos bajo la forma de diferentes expresiones jurídicas, algunas con carácter transitorio y otras definitivo. 


Se trata de empresas que innegablemente atienden necesidades de la población en sus diversas manifestaciones y cumplen tareas que el Estado transitoriamente ha delegado en ellas. Son tareas irrenunciables del Estado que tradicionalmente se han hallado a su cargo. Esto implica que en la práctica, en la casi totalidad de los casos, estos grupos empresariales usufructúan con carácter monopólico la prestación de estos servicios y la provisión de determinados elementos. Frente a esta situación la población no tiene otra opción, como tampoco la tenía ante el Estado en materia de prestación de servicios de estas características.


Por lo tanto, el criterio de transparencia vinculado con los procedimientos que llevan a determinar, entre otras cosas, las utilidades de esas empresas y el costo de sus servicios, constituye a nuestro criterio una acción de evidente interés público.


Por otra parte, ellas también están sujetas al control de determinados organismos del Estado, como sucede con los entes reguladores, cuyos integrantes están expresamente comprendidos en los términos de esta normativa. Por eso considero ineludible que estas personas físicas, también sujetos de actuación en el ámbito público, se hallen abarcadas por los términos de la norma legal. 


Para no extenderme en mayores consideraciones y dado lo avanzado de la hora, propongo que al final de este artículo se agregue el siguiente párrafo: "Como así también a quienes integren los directorios, juntas, comisiones, consejos o cualquier otra forma de administración y su personal jerárquico en las empresas prestatarias de servicios públicos cualquiera fuere el título, plazo o
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condición en que se encuadraren y las figuras equivalentes en las asociaciones de cualquier índole que tengan por objeto la administración de fondos públicos de cualquier naturaleza y cualquiera sea su finalidad."

Sr. POLINO.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Estoy totalmente de acuerdo, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. DUMON.- Señor presidente: la bancada mayoritaria nos ha sorprendido una vez más. 


La verdad es que los antecedentes periodísticos que precedieron a este debate daban la impresión de que algunos miembros de la bancada oficialista iban a venir con posiciones restrictivas. Pareciera que ahora están en el otro ángulo. No siempre los excesos son buenos...

· Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. DUMON.- El señor diputado preopinante ha dado los mejores argumentos del error político e histórico que ha cometido este gobierno al ceder, como él dijo, monopolios irrenunciables, dejando indefensos a los consumidores. Resulta que ahora quiere resolver esto con una ley de ética de la función pública.

· Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. DUMON.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. El señor diputado preopinante ha dicho que los usuarios no tienen posibilidad de optar, porque están frente a un monopolio. En consecuencia, les va a aplicar esta norma que, esencialmente, tiene tres elementos: declaración jurada, regalos y conflicto de intereses. ¿Cómo protegemos al usuario que no tiene posibilidad de optar? ¿Le vamos a exigir a los particulares, mediante una ley de ética pública, lo que el Estado no les exigió en los contratos de concesión? 

· Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. DUMON.- Señor presidente: además debo decir que en ningún momento del tiempo en el que trabajamos juntos en la elaboración de este proyecto  ‑sesenta días, más o menos‑   oí los murmullos que hoy puedo percibir en la bancada mayoritaria. 


De manera que pretendo que, antes de cometer un error jurídico que pueda hacer fracasar la futura ley, tengan la bondad de escucharme con serenidad. Hablan de la concesión de servicios irrenunciables que dejan sin defensa al usuario, según ha dicho el señor diputado preopinante, y  ahora pretenden que esos concesionarios queden enmarcados  en una ley de ética pública en la que se exige declaración jurada de bienes y se regula el conflicto de intereses y el régimen de regalos.


Estas empresas concesionarias que pelean por la regulación de tarifas con el Estado, ¿no tienen conflicto de intereses? Sí los tienen. ¿Cómo les aplicamos la ley? ¿Cómo hacemos para exigir declaraciones juradas en función
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de una calidad de los destinatarios de la obligación a quienes no están dentro de la función pública? ¿Qué validez jurídica tiene esto? ¿Cuál es la explicación? Hay argumentos para regular las tarifas, la inversión y la calidad de los servicios. Creo que hubiera sido conveniente  dictar una ley antes de hacer las concesiones, para considerar de regulación de los servicios transferidos. Además, existe otra legislación específica para hacer lo que el señor diputado solicita: la ley de defensa del consumidor. Estos son los mecanismos legales. Aclaro que vamos a acompañarlo con muchísimo gusto en una ley de regulación de los servicios transferidos.


En una ley que se refiere a la obligación de los funcionarios de presentar declaraciones juradas, a los conflictos de intereses que de hecho existen con los concesionarios, y al régimen de regalos, ¿qué estamos haciendo al incorporar a los directores de las empresas concesionarias que están vinculadas con el Estado bajo la forma contractual de la concesión administrativa?


Por todo lo expuesto, teniendo en cuenta la lógica política y sin ningún otro tipo de intepretación, animosidad o intencionalidad que la de mejorar esta norma, rechazamos esta propuesta.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).-  Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. GARRE.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: adhiero a los argumentos que tan claramente ha expuesto el señor diputado Dumón. Hoy estamos tratando una iniciativa sobre la ética pública de los funcionarios públicos. Esto ya es legislación vigente en nuestro país e incluso está definido en la Convención Interamericana contra la Corrupción. Nosotros hemos establecido que funcionario público es el funcionario o empleado del Estado, de sus entidades, incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funciones en nombre o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos. Este tratado tiene jerarquía normativa superior a la iniciativa que estamos considerando en estos momentos.


Los problemas que preocupan al señor diputado oficialista, la indefensión de los usuarios, la transparencia en la administración de las empresas públicas privatizadas, las conductas que habría que contemplar para prevenir el enriquecimiento de dichas empresas, son materia de otro tipo de legislación. Esto no significa que nos despreocupen estas situaciones; todo lo contrario. Pero nos parece muy grave, desde un punto de vista técnico-jurídico, mezclar los conceptos.


El hecho de que esas empresas desarrollen servicios que el Estado les ha delegado, sin entrar al cuestionamiento de fondo de esta situación, no las transforma en empresas públicas. Por consiguiente, sus directivos no son funcionarios públicos. 


Comprendemos que detrás de esta sugerencia del señor diputado del bloque oficialista, inconscientemente se esconde la idea de que la corrupción –este fenómeno que hoy tratamos de prevenir y combatir- no es sólo patrimonio de los funcionarios públicos. 


Todos nosotros en discursos anteriores hemos sostenido el concepto de que si hay corrupción en la función pública es porque también existe en la actividad privada. Se necesitan dos partes para que haya corrupción. Pero esta lógica de integrar a otros sectores dentro del fenómeno penal de la corrupción no justifica transformar esta ley en un mamarracho jurídico.

Sra. DOMINGUEZ.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. ¡No es un mamarracho jurídico!

· Varios señores diputados hablan a la vez.

Sra. GARRE.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Por eso exhorto al señor diputado que ha hecho esta sugerencia a que recapacite. Oponernos a ese agregado
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de ninguna manera implica no tener clara conciencia de que existe una gran cantidad de leyes que este Congreso debe sancionar; algunas se refieren al financiamiento de los partidos políticos, a los fondos reservados, a los mecanismos que permitan evitar los testaferros, etcétera.


Nuestro bloque ha presentado un proyecto relacionado con el acceso a la información de los actos administrativos del gobierno, con la idea de que se nos permita generar un banco de datos que ayude a cruzar información y conocer la situación de muchas de las concesiones, adjudicaciones y compras del Estado nacional.


Estamos sólo en el comienzo de un proceso. No tratemos de poner todo en esta norma. Este es un proyecto de ley que tiene objeto y sujetos. Si somos serios, desde el punto de vista técnico jurídico no podemos modificar los sujetos si ya hemos fijado el objeto. 

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra la señora diputada por Jujuy.

Sra. GUZMAN.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: estoy gratamente sorprendida por la propuesta del señor diputado Atanasof porque, como decía antes, parafraseando a Sor Juana, en materia de corrupción no hay uno solo, porque  están el que paga por la peca y el que  peca por coimear.


Todos sabemos que hay servicios públicos que son monopolios naturales. Más allá de las diferencias o no que se puedan tener respecto de las concesiones de los servicios públicos, esta es la realidad.


Advertí con claridad cuando hablé anteriormente que todas estas empresas estaban actuando sin un debido control. Como decía, próximamente haré una denuncia por una AFJP que actúa de manera corrupta avasallando los derechos de las personas, y es más, hipotecándoles su futuro.


Respecto del aspecto técnico jurídico creo que esta norma no es lo mejor. No obstante, creo que de alguna manera, si bien hay dos caminos, sólo miramos uno. Por eso digo que me siento gratamente sorprendida por la modificación propuesta, aunque no sea la mejor técnica jurídica. Si no plasmamos esto ahora, nunca llegará el día en que se lo pueda incluir; y como  creo que es necesaria su inclusión, consecuentemente expreso mi acuerdo. 

Sr. PRESIDENTE (Pierri).-Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. POLINO.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: cuando escuchaba al señor diputado preopinante hacer su agregado no salía de mi asombro. ¿Quién puede estar en desacuerdo con su propuesta, que se refiere a un mayor control de las empresas públicas que fueron privatizadas? Pero me parece que es  totalmente extemporáneo e inconveniente introducir esa reforma en esta norma, por las razones que aquí se esgrimieron. Me sorprendió  gratamente que, al hacer referencia a los servicios
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públicos, el señor diputado preopinante dijera que esas funciones deben estar en manos del Estado y que fueron transferidas de manera transitoria, pues en realidad respecto de algunas privatizaciones se vendieron los activos de manera definitiva. 


También viene a cuento que algunas de esas privatizaciones y los órganos destinados a su control fueron dispuestos no por ley sino por decreto. En algunos casos, los integrantes de los entes reguladores designados por concurso fueron removidos por decreto cuando produjeron dictámenes contrarios a los intereses empresarios. Así sucedió con la CNT, que fue intervenida a raíz de dos de sus dictámenes. Mediante uno de ellos se opuso al llamado “rebalanceo telefónico”; y por el otro se expidió en contra de que las empresas utilizaran la red pública para transmitir datos e imágenes, pues se había concesionado durante el período de exclusividad para transmitir únicamente la voz en vivo y en directo.


También por decreto –y lo que es peor, mediante resoluciones‑ fueron modificadas las bases y las condiciones de los pliegos con los que se llamara a licitación, alterándose así las normas básicas y elementales del derecho administrativo que determinan que no se pueden modificar las bases y condiciones de los pliegos, mucho menos a favor de las empresas concesionarias y en contra de los intereses de los usuarios.


El Estado y los entes reguladores de las empresas de servicios públicos privatizadas –no por ello los servicios públicos pierden su condición de tales‑ deberían haber velado para que las ganancias fueran razonables y las tarifas justas, pues precisamente se trata de servicios públicos que se prestan en algunos casos en forma monopólica, sean monopolios legales o naturales. 


En consecuencia, ha sido muy útil la intervención del señor diputado dado que implica el reconocimiento de lo mal que se han llevado a cabo las privatizaciones de las empresas de servicios públicos y del daño que se está ocasionando a los usuarios. Es indispensable que en algún momento –cuanto antes, mejor‑ nos pongamos a legislar para subsanar todo lo que aquí se ha hecho mal en perjuicio de los usuarios y consumidores, y que el Parlamento argentino pueda establecer equidad en la prestación de estos servicios públicos, que se lleva a cabo en forma monopólica, con mercados cautivos y sin competencia, con empresas cuyos márgenes de rentabilidad no se registran en ningún otro lugar de la tierra. 

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por el Chaco. 

Sr. TENEV.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: sin perjuicio de que coincidamos o no con lo manifestado por el señor diputado Atanasof en función de su propuesta de modificación del artículo 2°, no podemos aceptar posiciones en las que se desconoce profundamente lo que se manifiesta respecto de las privatizaciones.


 La ley 23.696, de privatización o concesión de los servicios públicos, determinó un marco legal para la privatización de un conjunto de empresas y que el Estado nacional definiera el marco regulatorio correspondiente; y así lo hizo. Esa ley fue sancionada por este Congreso para resolver un problema en circunstancias de urgencia.


Como fundamentos –quiero que lo entiendan bien‑ se definió, entre otros, que el Estado no transfería
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el poder de decisión política sobre los servicios públicos. Lo que hacía era transferir circunstancialmente la prestación para que las empresas respectivas pudieran generar un mejor servicio; y así ocurrió. Tratar de desfigurar los hechos para justificar la alternativa de interpretación de un artículo  de la ley de ética pública es querer entrar en el terreno de una desfiguración política que no es válida.


Defenderé hasta las últimas consecuencias los procesos de privatización; su generador  no fue en esta etapa democrática el justicialismo sino quien en aquel entonces fue ministro de Obras y Servicios Públicos: el doctor Terragno. Su único error fue no querer  llamar a licitación para privatizar Aerolíneas Argentinas y ENTel,  motivo por el cual su proyecto no tuvo eco.

· Varios señores diputados hablan a la vez. 

Sr. TENEV.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. En consecuencia, lo que me llama poderosamente la atención es que ahora cambiemos el discurso  y pretendamos involucrar al proceso de privatización  en una conjunción de errores que no son válidos, porque los hechos más significativos sobre el éxito de las privatizaciones y concesiones están a la vista.

· Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. TENEV.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Evidentemente, los señores diputados se van a sentir incómodos. Yo no he agraviado a nadie; al contrario, estoy haciendo un reconocimiento a algunos que hoy quizás se manifiestan de distinta forma. Creo que en la actividad política es bueno que empecemos a practicar la veracidad de los hechos y a reconocer cuáles son los méritos aunque el que esté en frente sea un adversario.


No sé si esta es la oportunidad, pero anticipo que vamos a tener que involucrar en un capítulo la regulación de los servicios públicos y tratar un proyecto de ley al respecto. Este ha sido el primer proyecto que presenté en el Congreso  -por tratarse del proceso posprivatizador- para lograr un marco integral del servicio público y definir el rol de los entes reguladores, lo que sí fue establecido porque la ley 23.696 permitía que ellos fueran los que ejercieran el contralor de los respectivos servicios. No es cierto que aquí nadie efectúa el control de las tarifas.  Para eso justamente se crearon los entes reguladores del Estado.


Concretamente, solicito que se tenga en consideración el artículo respectivo o bien la alternativa de fijar la responsabilidad de las empresas de servicios públicos en lo que respecta al concepto de ética pública.
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Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. ALVAREZ ECHAGUE.- Señor presidente: creo que ha sido importante la intervención del señor diputado Atanasof y posiblemente ha sido malinterpretada. Coincido con el señor diputado Dumón en que los extremos no son buenos. También son malos los excesos y las palabras cuando no se ajustan a la realidad, y yo diría que tenemos que disculpar a algunos señores diputados porque la Asamblea del año XIII ha hecho que no sean esclavos de Machinea. (Risas y aplausos.)

Pero quiero señalar que el señor diputado Atanasof no se ha referido a que se crearon monopolios. Aquí existió la ley 23.696, de reforma del Estado, que sin duda es modelo y es utilizada en otros países, y que surgió del acuerdo con el presidente Menem, quien fue obligado a asumir anticipadamente el cargo.


- Varios señores diputados hablan a la vez. 

Sr. ALVAREZ ECHAGUE.- Y digo que la intervención del señor diputado Atanasof fue acertada porque nos lleva a pensar que somos legisladores y que tenemos la obligación de ir sancionando las distintas normas de ética, que se refieren a actitudes  de conducta y que sirven no para nosotros sino para todo el mundo.


Por eso coincido en que tenemos que cumplir con la Constitución, fundamentalmente con su artículo 42, que señala que la legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional...


- Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. ALVAREZ ECHAGUE.- ...previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas en los organismos de control. 


Entiendo que debemos abocarnos, de la misma manera en que nos pusimos de acuerdo para sancionar esta ley de ética, al establecimiento de marcos regulatorios y  a la creación de un ente regulador para que el Estado no sea intervencionista, que controle al mercado y a los servicios públicos prestados por particulares...


- Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. ALVAREZ ECHAGUE.- En la discusión se verá quién tiene razón, porque la ética es para todos los argentinos y la sociedad; no solamente para una parte de ella.


No debemos responder a necesidades y exigencias electoralistas, que no nos interesan. Venimos gobernando desde hace bastante tiempo; hemos producido la transformación del país, e incluso un ex compañero como el doctor Machinea, en nombre de la alianza, ha reconocido la bondad de la transformación y ha dicho que se necesita hacer lo que estamos haciendo nosotros, los justicialistas. No olvidemos que la mayoría de las leyes sancionadas en ese sentido han sido iniciativas nuestras.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. STUBRIN.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Señor presidente: trataré de ser breve para referirme al artículo 2°. Voy a realizar un comentario en el sentido de que este Congreso se está poniendo muy interesante y que es probable que, siendo las dos de la mañana, en la sesión siguiente el palco esté lleno y los periodistas se queden, porque debates como éste, realmente jugosos, despiertan muy poco la atención de la opinión pública. 


Lamentablemente, de los errores políticos no se regresa rápidamente, cometiéndose otros errores políticos...


- Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. MATZKIN.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Lo sabe por experiencia.


- Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. STUBRIN.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Lo sé y me hago cargo de mi experiencia política, y de los errores cometidos. Soy responsable de mi actividad política desde los quince años y me hago cargo de las cosas, con las contradicciones que todos tenemos y con el arrepentimiento que todos, supongo que humildemente, tendrán.


- Varios señores diputados hablan  a la vez.

Sr. STUBRIN.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. Para no dialogar con la bancada mayoritaria, que hoy está extraordinariamente excitada, exuberante, original y ocurrente, sólo quiero decir...

Sr. MATZKIN.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. A cuántos les habrá dicho lo mismo.

Sr. STUBRIN.-¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. ...que aquí hay una interpretación posible
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 de la propuesta del señor diputado Atanasof para el artículo en consideración, que es muy mala para el Congreso. Voy a expresarla con toda franqueza porque, si no la enuncio esta noche yo en este debate, no tengan duda alguna de que la explicitarán los editoriales de los diarios, no los de mañana dado lo avanzado de la hora, pero sí los de pasado mañana.


No quisiera que esto ocurra, pero dirán: “algunos diputados que se consideraron afectados porque una norma los va a obligar a hacer manifestaciones de bienes, dijeron: ‘a mí sólo no, busquemos otros’.”  


Para que sepamos de qué estamos hablando voy a dar lectura del artículo 2°, que dice así: “Se entiende por función pública toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada por una persona física en nombre del Estado o al servicio del Estado o de sus entidades, en cualquiera de sus niveles jerárquicos.”  


Quiero que este discurso del señor diputado Atanasof influya en la agenda del Congreso, tal como lo expresaron los señores diputados Dumón y Garré con toda corrección, para que se discutan los proyectos de ley  la protección del usuario, del consumidor, de la defensa de la competencia y de reforma del régimen de las concesiones de los servicios públicos. Con respecto a estas últimas, disculpe la opinión señor diputado Tenev, creemos que algunas han sido mal otorgadas y reguladas,  con desprecio de los derechos de los consumidores, y en algunos casos, como en el Correo, con llamativa ilegitimidad de origen de la convocatoria a la privatización, como piensa la mayoría de los miembros de este cuerpo, que por alguna razón no dio sanción al proyecto de ley de su privatización. 


¿Cómo considerar a los dependientes de las empresas privadas concesionarias como si fueran sujetos alcanzados por la ley de ética pública?  ¿Cómo incluirlos a ellos y no a los accionistas, a los titulares del poder de decisión de las empresas privatizadas?  ¿Cómo involucrarlos y no examinar los balances de estas compañías? ¿Cómo aplicamos el capítulo V de esta norma, que se denomina “Conflicto de intereses”, que impide a los funcionarios públicos tener conflictos de intereses con el Estado y desempeñar funciones, si los directores de estas empresas, por antonomasia y por naturaleza tienen conflictos de intereses con el Estado?  En consecuencia, se pretende un “vale cuatro”, un “quiero retruco”, una elevación del voltaje del control y de la voluntad “savonarólica”, como diría el distinguido colega Arias, al devolver a la sociedad este mal trago de algunos que no comprendieron a tiempo que la sanción de esta norma es algo bueno no porque se trata de un reclamo de la sociedad o la prensa, sino porque es de indispensable utilidad para nosotros, los militantes,  los dirigentes políticos y los legisladores, que vamos a tener herramientas para hacer conocer nuestro patrimonio. De ese modo la gente podrá eliminar las sospechas que tiene respecto de todo el sistema político argentino, y que constituyen la principal perversión y causa de alejamiento de la participación del pueblo en la actual situación de la vida democrática argentina.


Con respecto al régimen de obsequios, ¿vamos a impedir a los directores de las empresas públicas que reciban regalos?  ¿De quién?  ¿Del gerente de un banco o de una agencia de publicidad?  ¡Que se arreglen las empresas! Nosotros debemos gestionar el Estado e intentar que quienes hoy son los principales tomadores de decisiones en la prestación de los servicios se amolden a los códigos de comportamiento, tarifas, reinversión, requisitos de cumplimiento de los planes para los cuales fueron previstas esas privatizaciones, y no para comprobar si los señores empresarios tienen un country más o menos, una cancha de golf más o menos, lo que no es una cuestión de interés público del Estado. La cuestión no es cuánto roban los directores de las empresas o con cuánto se quedan de lo que no les corresponde. El problema son los accionistas de las empresas, y no sólo los actuales, dado que muchas de ellas cotizan, como el caso de YPF,  gran parte de su tenencia
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accionaria. Otras cotizan porciones muy menores, que llegan al 10 o al 15 por ciento. Nunca pensaríamos en trasladar el control a los accionistas anónimos de las bolsas del exterior, porque ello  sería bastante ridículo e imposible de realizar. 


Hay un argumento más que permite redondear este concepto. Está destinado a decir al señor diputado Atanasof: gracias por haber incorporado este menú a la agenda del Congreso.  Debemos poner manos a la obra. Es necesario comenzar a trabajar. Este no es sólo un problema de la campaña electoral sino de la Argentina de 1997. Trabajemos duramente y sin cejar un instante, mientras se mantenga esta integración de la Cámara y con los nuevos componentes a partir de diciembre.


Se sabe que hay un argumento que está muy vinculado con este problema. ¿Cuál fue la sobre renta de los titulares de las primeras privatizaciones? No me refiero a los actuales directores sino a cuánto ganaron quienes vendieron a valor nominal o a face value los títulos de la deuda externa argentina, que compraron al 14, al 20 o al 30 por ciento. ¿Cuál fue el enriquecimiento de los grupos empresarios que fueron  primeros propietarios de las empresas y ganadores de la licitación?


Ya no se trata de analizar cómo es la cuenta de Telefónica o de Telecom que, por supuesto,  con un mercado cautivo semejante, se endeudan a cien o a ciento cincuenta años, con las tasas más bajas del mundo y con la garantía de determinados mecanismos.


Por eso digo que, aunque lo deseara el señor diputado Atanasof, al artículo 2° de esta norma no le podemos introducir su propuesta porque es mezclar -como decían las maestras de la escuela primaria- gallinas con garbanzos. No son compatibles. Obedecen a intereses jurídicos tutelados francamente diferentes. 


De manera que lo único que lograríamos sería embarullar esta norma, aunque comprendo las razones e intenciones del señor diputado Polino, de la señora diputada Guzmán y  de otros compañeros de mi bancada, quienes han visto con simpatía la posibilidad de ampliar el margen de control. Yo les pediría una reflexión profunda. Sigamos con la lógica y la sistemática de esta norma y con el debate en particular.


 En todo caso, el señor diputado Atanasof podría aprovechar el hecho de que hoy no vamos a poder terminar con el tratamiento de esta norma para volver a hacer su propuesta sobre las empresas concesionarias de otro modo y en otro lugar de la iniciativa, intentando lograr un consenso con un trabajo de comisión.


Pero desde ya le solicito que no incluya esa disposición en el artículo 2°, que se refiere a los sujetos comprendidos, porque si no,  estaríamos arruinando un proyecto, y yo sé que ello no forma parte de la voluntad política de la mayoría del Congreso en el día de hoy.

Sr. PRESIDENTE (Pierri).- Tomando las palabras del señor diputado Stubrin y un cambio de ideas con los presidentes de los distintos bloques, y teniendo en cuenta que se trata de un proyecto con cincuenta y un artículos, la Presidencia, en uso de las facultades que le confiere el artículo 157 del reglamento,  invita a la Honorable Cámara a pasar a cuarto intermedio hasta el próximo miércoles a las 15.

- Se pasa a cuarto intermedio a la hora 2 y 4 del día veintiuno.
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